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Señores miembros del jurado, presento ante ustedes la tesis titulada La medida 
restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la presunción de inocencia de los 
procesados en el Distrito Judicial de Lima Norte, periodo 2017, en cumplimiento del 
Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad Cesar Vallejo para obtener el 
Grado de Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal. 
Así, cumpliendo con el Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad César 
Vallejo, la investigación se ha organizado de la siguiente manera: en la parte 
introductoria se consignan la aproximación temática, trabajos previos o 
antecedentes, teorías relacionadas o marco teórico  y la formulación del problema; 
estableciendo en este, el problema de investigación, los objetivos y los supuestos 
jurídicos generales y específicos.  
En la segunda parte se aborda el marco metodológico en el que se sustenta el 
trabajo como una investigación desarrollada en el enfoque cualitativo, de tipo de 
estudio orientado a la comprensión a la luz del diseño de estudios de casos. Acto 
seguido se detallan los resultados que permitirá arribar a las conclusiones y 
sugerencias, todo ello con los respaldos bibliográficos y de las evidencias 
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La presente investigación titulada “La medida restrictiva de prisión preventiva y 
su influencia en la presunción de inocencia de los procesados en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, periodo 2017”, de enfoque cualitativo ha tenido por 
escenario de estudio la jurisdicción de Lima Norte. 
 
Este sector poblacional que durante las últimas décadas ha desarrollado 
diversos aspectos: económicos, sociales, políticos, comerciales, y también 
jurídicos. En los últimos años hemos visto el aumento de la criminalidad, de 
inseguridad ciudadana y la delincuencia a todo nivel.   
 
Ese contexto preocupante hizo que los operadores de justicia ajustaran 
sus medidas y resoluciones con el fin de poner mano dura a tanta 
delincuencia. Es así que la prisión preventiva, de carácter excepcional y 
cautelar, resulto la norma, lo cotidiano. Ello conlleva a cometer abusos, 
atropellos, sobre todo contra la libertad personal, la integridad y la dignidad de 
las personas.  
 
Por ello este trabajo quiere aportar a la búsqueda de solución de dicha 
problemática. El objetivo de la investigación es la d aportar en la reflexión, 
análisis y planteamiento de recomendaciones que permitan a los operadores 
de justicia revertir esta situación. Los capítulos que comprenden la 
investigación son: introducción, problemática de investigación, resultados, 
discusión, conclusiones y finalmente recomendaciones. Con este trabajo 
culminamos una etapa importante en nuestra vida académica: los estudios de 
Maestría. 
 
Palabras claves: prisión preventiva, presunción de inocencia, órganos 











The present investigation entitled "The restrictive measure of pre-trial detention 
and its influence on the presumption of innocence of the accused in the Judicial 
District of Lima Norte, period 2017", of qualitative approach has had as study 
scenario the jurisdiction of Lima North .  
This population sector that during the last decades has developed diverse 
aspects: economic, social, political, commercial, and also legal. In recent years 
we have seen increased crime, citizen insecurity and crime at all levels.  
This worrisome context caused the justice operators to adjust their 
measures and resolutions in order to put a heavy hand on so much crime. 
Thus, preventive detention, of an exceptional and precautionary nature, 
resulted in the norm, the daily life. This leads to abuses, abuses, especially 
against the personal freedom, integrity and dignity of people.  
Therefore, this work wants to contribute to the search for a solution to this 
problem. The objective of the research is to contribute in the reflection, analysis 
and proposal of recommendations that allow justice operators to reverse this 
situation. The chapters that comprise the research are: introduction, research 
problem, results, discussion, conclusions and finally recommendations. With 
this work we culminate an important stage in our academic life: the studies of 
Mastery.  
Key words: pretrial detention, presumption of innocence, jurisdictional bodies, 




































1.1. Antecedentes  
La prisión preventiva, tal como se aplica en estos últimos años, de modo 
particular en la Corte Superior de Lima Norte, ha generado un amplio – y 
necesario- debate jurídico, entre especialistas, abogados, jueces y fiscales. En 
esta investigación se recogerán las posiciones de todos los operadores de 
justicia y de los autores más connotados en la materia a fin de dilucidar los 
aspectos positivos y negativos de esta figura legal.  
A lo  largo del proceso penal se cumple  actividad  restrictiva de libertad 
personal o de libre disposición de bienes respecto  de algunos de sus 
intervinientes fundamentales de los perseguidos frente a  la  imputación  en su  
consecuencia  penal en  especial del  imputado. 
Se observa en la práctica judicial que existe la problemática para hacer 
valer las garantías individuales frente al ejercicio del poder punitivo del  Estado. 
A través de la prisión preventiva el Estado tiene el control de nuestra libertad y 
derecho a la integridad, la que en muchos casos, resulta arbitrario, ilegal y 
desproporcionado. Esta situación será materia del análisis en las páginas 
siguientes.  
Las medidas cautelares, como por ejemplo la prisión preventiva, han sido 
concebidas como un instrumento idóneo para contrarrestar el riesgo que 
durante el transcurso del proceso, el sujeto pasivo pueda realizar actos o 
adoptar conductas que impidan o dificultan gravemente  la ejecución de la 
sentencia. En este sentido las medidas cautelares constituyen medidas de 
aseguramiento  que persiguen garantizarla eficacia de una eventual sentencia. 
Es por ello que resulta importante plantear las siguientes  interrogantes: 
¿Cuáles son los alcances de la  prisión preventiva? ¿En qué se debe basar el 
juez para aplicarla? ¿De qué manera se puede proteger contra medidas 
arbitrarias delos jueces que abusan de la prisión preventiva? ¿De qué manera 
se respeta el  principio de la presunción  de inocencia? ¿La prisión preventiva  
es  parte de una medida excepcional o de una práctica frecuente? ¿La prisión 
preventiva resulta arbitraria y abusiva? Progresivamente se irá dilucidando 
estas preguntas. Esta investigación plantea el análisis de las causas y los 
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efectos de la prisión preventiva, señalar sus alcances constitucionales, 
doctrinales y relacionarlas con los alcances de las Recomendaciones de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.                                                                    
Se considera que la única forma de hacer compatible la prisión preventiva 
con el  principio constitucional de presunción de inocencia es que aquella se 
cumpla solo en las condiciones  contempladas por la ley, por  ejemplo, 
excepcionalidad, proporcionalidad, variabilidad, motivación jurisdicionalidad y 
los requisitos materiales como son la suficiencia probatoria, la prognosis de la 
pena  y  el  peligro procesal. 
En esta investigación se observará si es que los órganos jurisdiccionales 
de la Corte Superior de  Lima  Norte, aplican los criterios constitucionales y 
jurídicos que garantizan y amparan los derechos fundamentales, sobre todo, la 
presunción de inocencia y el debido proceso, así como también el derecho de 
defensa. Es por  ello  que  esta  investigación aclarará las implicancias de la 
actuación judicial y fiscal en relación a la medida cautelar de la prisión 
preventiva. En primer lugar se presentan los antecedentes Internacionales 
encontradas.  
Antecedentes Internacionales 
Respecto a los antecedentes internacionales, se ha revisado la 
investigación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013) en 
su Informe titulado Sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas, que 
usando un método de análisis descriptivo de datos y casos y tuvo por objetivo 
identificar las dificultades y problemáticas que enfrentan los Estados con la 
figura de la prisión preventiva y a partir de allí plantear alternativas de solución. 
Haciendo uso del método de análisis de casos la Comisión ha llegado a la 
conclusión de que el respeto a los derechos de las personas privadas de 
libertad es uno de los principales desafíos que enfrentan los Estados miembros 
de la Organización de los Estados Americanos, entre ellos el Perú (p. 5). Para 
la Comisión se trata de un asunto complejo que de acuerdo a los resultados de 
su investigación requiere del diseño e implementación de políticas públicas a 
mediano y largo plazo, así como de la adopción de medidas inmediatas, 
necesarias para hacer frente a situaciones actuales y urgentes que afectan 
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gravemente derechos humanos fundamentales de la población reclusa. En 
este contexto, uno de los principales desafíos que enfrentan la absoluta 
mayoría de los Estados de la región es el uso excesivo de la detención 
preventiva. El Perú no es ajeno a ese cuestionamiento de la Comisión, que en 
su Informe llega a las siguientes conclusiones:  
La Comisión advierte que cuando se utiliza de modo excesivo la prisión 
preventiva se transgrede diversos instrumentos legales de carácter 
internacional, por ejemplo:  
La Convención Americana sobre Convención Americana de Derechos 
Humanos,  
La Declaración Americana de los Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre,  
Los Principios y Buenas Prácticas de la Comisión Interamericana sobre la 
Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas,  
Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 
Reclusos,  
Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No 
Privativas de la Libertad. 
Por otro lado, el Informe del Instituto Latinoamericano de las Naciones 
Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (ILANUD), 
citado por la Comisión (2013) ha considerado en su estudio cuyo método fue 
deductivo y que tuvo por objetivo diagnosticar el panorama latinoamericano 
sobre el uso –y el abuso- de la prisión preventiva, a fin de facilitar medidas 
alternativas para su solución. En este estudio el Instituto señala que un caso 
de especial gravedad dentro del panorama latinoamericano del aumento de las 
poblaciones penitenciarias es el de los presos y presas sin condena, y que por 
tanto, os Estados latinoamericanos deberán continuar sus esfuerzos para 
mantener niveles más prudentes de personas privadas de su libertad a la 
espera de sentencia (p.1).  
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Así también el Informe de los Expertos de Alto Nivel sobre revisión de las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas, citado por la Comisión (2013) 
también hizo un método de análisis de casos y dio cuenta de algunas de las 
causas comunes que a nivel regional tienen incidencia en los altos índices de 
personas en prisión preventiva, como lo son: el retardo en el trámite de los 
procesos penales, la ausencia de asesoría legal adecuada, la influencia de la 
opinión pública, y la tendencia y uso habitual de los fiscales y jueces a que se 
ordenen mandatos de detención para aquellas personas cuyo proceso está en 
trámite, en vez de recurrir a otras medidas. Es decir, los magistrados no hacen 
uso de mecanismos alternativos para evitar privar la libertad de las personas. 
En ese sentido, el Informe de los Expertos logró su objetivo: identificar las 
causas que generan el mal uso de la prisión preventiva a fin de que sean 
subsanados (p. 2). 
De acuerdo a Chacón (2014) en su artículo cualitativo titulado Las medidas 
cautelares en el  procedimiento penal acusatorio, cuyo objetivo era el de 
analizar la manera para que el Estado reduzca la sobrepoblación de las  
cárceles, ya que muchos de sus reos se encuentran  purgando penas sin tener  
una sentencia definitiva y muchos otros se encuentran sentenciados por delitos  
menores es por ello de que ellos tienen la idea de cambiar a la prisión 
preventiva  como medida cautelar de naturaleza por lo tanto excepcional, tuvo 
éxito y logro cambiar parte de su texto constitucional Mexicano. Los aportes de 
Chacón llegaron a la conclusión de que en los Códigos de procedimientos 
penales latinoamericanos, era necesario incluir  una  serie  de  medidas  
cautelares que sin atentar contra la libertad del  individuo, serviría para  lograr 
con  éxito un  proceso  penal  garantizando  los derechos  fundamentales (p.7). 
Los resultados del estudio de Chacón llegan a determinar que el uso de la 
prisión  preventiva en México afecta a los derechos humanos, teniendo en 
cuenta de que en el país azteca las medidas cautelares son  restrictivas  de  la 
libertad  personal, como también lo es en nuestro país. En es ese sentido el 
estudio de Chacón guarda relación con el nuestro y nos permite hacer una 




Por su lado el ecuatoriano Chipan (2014) en su investigación de tesis 
cuantitativa titulada La prisión preventiva y el principio de presunción de 
inocencia en la unidad judicial especializada de garantías penales de 
Tungurahua, sustentada ante la Universidad Técnica de Ambato, Ambato–
Ecuador, plantea como resultados que la problemática que actualmente se 
evidencia en relación a la vulneración del principio de inocencia cuando el juez 
ordena la medida cautelar de prisión preventiva; considerando que se atropella 
los derechos constitucionales de las personas al arrestarlas sin existir una 
sentencia condenatoria que declare la culpabilidad o participación de los 
mismos en un acto ilícito castigado por la ley penal (p.15 ).En la referida 
investigación, Chipan (2014) obtiene como resultados que la aplicación de la 
medida cautelar de tipo personal de la prisión preventiva vulnera el principio de 
presunción de inocencia en la Unidad de Garantías Penales de Tungurahua. El 
método usado por Chipán fue de tipo cuantitativo, es por ello que señala que 
72% de los abogados inscritos en el Foro de Abogados del Consejo de la 
Judicatura que fueron encuestados por Chipán consideran que existe violación 
del principio de presunción de inocencia cuando se aplica o dicta la prisión 
preventiva. Es por ello que el 90% de los abogados inscritos en el Foro de 
Abogados del Consejo de la Judicatura que fueron encuestados por el 
investigador opinan que es necesario garantizar de una mejor manera el 
principio de presunción de inocencia (pp. 23-26). El estudio de Chipán 
concluye que el 59% de los abogados inscritos en el Foro de Abogados del 
Consejo de la Judicatura que fueron encuestados consideran que no se 
cumple con el principio de presunción de inocencia en la Unidad de Garantías 
Penales de Tungurahua, por consiguiente es aceptable manifestar que existe 
detenciones ilegitimas que vulneran el principio de presunción de inocencia. 
Los resultados de la investigación se asemejan a los encontrados para esa 
investigación. Vemos pues como nuestra realidad se parece a la que sucede 
en México y en Ecuador (p. 27). En ese sentido, Chipán coincide con los 
objetivos de investigación planteados en este trabajo. En conclusión, tanto en 
Ecuador como en Perú se repite la misma problemática. El procedimiento 
Penal para ordenar la prisión preventiva por parte del Juzgador en gran parte 
no cumple con los principios constitucionales del debido proceso. Ante ello, el 




constitucionales, para que las reformas estén plenamente conforme a la Carta 
Magna y por consiguiente el trabajo de jueces y fiscales sea ejercido en 
respeto y correspondencia a la normativa constitucional y procesal penal.  
Otro ecuatoriano que aporta luces a esta problemática es Cárdenas (2014) 
que en su tesis titulada La indebida aplicación de caducidad de la prisión 
preventiva según la ley penal ecuatoriana, sustentada ante la Universidad 
Central del Ecuador, Quito – Ecuador. El autor desde un método cualitativo 
plantea una propuesta de reforma en el artículo 541 del Código Orgánico 
Integral Penal, con el fin de impedir la caducidad de la prisión preventiva, 
provocada por la persona procesada y sancionar las trabas procesales 
“irrazonables” en administración de justicia (p. 14). La investigación de 
Cárdenas (2014) obtiene como resultado que esta es una problemática común 
en países latinoamericanos y obtiene como resultados que existe poca cultura 
jurídica por salvaguardar los derechos fundamentales y en donde se puede 
corroborar que los procesos no cumplen con un plazo razonable que debe 
tener la prisión preventiva, en estricto cumplimiento de la Convención 
Interamericana de los Derechos Humanos, al cual los países latinoamericanos, 
incluido el Perú, están obligados a cumplir (p. 59).  
También de Ecuador, Garzón (2009) en su investigación de tesis desde un 
método cualitativo titulado La prisión preventiva: medida cautelar o pre-pena, 
sustentada ante la Universidad Andina Simón Bolívar - Ecuador, obtiene como 
resultados que los principios, especialmente el principio o estado de inocencia, 
excepcionalidad, proporcionalidad e inmediación, deben ser observados y 
aplicados, en todos los aspectos de la prisión preventiva. El principio de 
inocencia, como el derecho a un juicio previo, son límites normativos 
preestablecidos en el ordenamiento jurídico ecuatoriano que garantizan el 
estado de libertad del imputado durante el proceso penal (p. 49). El estudio de 
Garzón tuvo por objetivo sustentar desde la doctrina y las teorías jurídicas la 
figura de la prisión preventiva. Es así que señala que la prisión preventiva tiene 
presupuestos materiales y subjetivos, que tienen como proyección y objetivo 
garantizar la comparecencia del procesado o acusado asegura un 
cumplimiento de la pena. Este es un principio normativo limitador del 
exagerado y desmesurado uso de la prisión preventiva durante el proceso 
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penal ecuatoriano. El autor concluye que a través de las audiencias, sea de 
control de flagrancia o de formulación de cargos en los delitos no flagrantes, se 
cumplen con los principios de celeridad, oralidad, contradicción e inmediación, 
y permite que el juez decida motivadamente a través de las exposiciones de 
las partes, su resolución en ese momento, respecto de las medidas cautelares 
personales o reales. El autor nos recuerda que la prisión preventiva, no es el 
instrumento principal o secundario para reducir o contener la criminalidad, sino 
que es el desarrollo social el que posibilitará la capacidad para resolver los 
conflictos sociales. 
Para el chileno Szczaranski (2010) en su tesis de método cualitativo 
titulado La prisión preventiva como manifestación del derecho penal del 
enemigo, sustentado ante la Universidad de Chile, llega a la conclusión que 
existe una disociación entre el discurso político relativo a la prisión preventiva y 
el debate técnico sobre la misma. Esto ha llevado a una desvalorización de las 
garantías penales y procesales penales, siendo entendidas éstas como 
obstáculos puramente formales que debilitan el combate a la delincuencia. La 
separación del debate político del debate técnico es problemática no sólo 
porque las decisiones que se adopten puedan resultar frecuentemente inútiles, 
sino que incluso dichas soluciones pueden terminar dañando definitivamente lo 
que se intenta proteger (p. 4). El autor obtiene como resultados de su 
investigación que la prisión preventiva, así concebida, no se evalúa conforme a 
sus capacidades efectivas de disminuir la delincuencia, ni tampoco a su 
conformidad con el Estado de Derecho (ya sea respecto de la visión de la 
doctrina mayoritaria, o conforme a los criterios planteados en el presente 
estudio), sino que sólo como una forma de responder al señalado clamor 
ciudadano por mano dura. Así, no se discute si acaso la finalidad de combatir 
sensaciones de temor justifica el debilitamiento de determinados elementos del 
debido proceso (en la concepción de la doctrina mayoritaria), o si dicha meta 
legitima dañar la institución normativa Estado de Derecho (conforme a la tesis 
acá defendida). En este sentido, el objetivo de investigación que plantea el 
autor coincide con el de esta investigación. Se ve pues que la mayoría de los 
autores y expertos en la materia coinciden en señalar que es posible aplicar la 
prisión preventiva sin vulnerar las garantías del imputado; hace falta mayor 
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creatividad y audacia a los jueces. El autor llega a la conclusión que la 
regulación de la prisión preventiva en Chile, no resuelve los problemas que la 
doctrina mayoritaria advierte en la aplicación de esta medida, ni tampoco los 
que se entiende que deben abordarse como cuestiones fundamentales a la 
hora de aceptar la prisión preventiva dentro del Estado de Derecho. Por el 
contrario, el camino por el que se ha optado apunta en profundizar estos 
problemas expandiendo irreflexivamente la prisión preventiva y sin analizar las 
consecuencias de este proceso de expansión. 
También de Chile, se presenta los aportes de la tesis de método cualitativo 
de Dei (2013) que en su investigación titulada Acerca de la justificación de la 
prisión preventiva y algunas críticas frecuentes, publicada en la Revista de 
Derecho - Chile, obtiene como resultados que la cuestión de resolver si un 
individuo ha de permanecer en libertad durante el proceso penal seguido en su 
contra o si, por el contrario, ha de ser encarcelado preventivamente, constituye 
una de las cuestiones más controvertidas a lo largo de la historia del derecho 
procesal penal. Sobre todo frente a ciertos postulados presentes hoy en la 
mayor parte de los ordenamientos constituciones occidentales que parecen 
apoyar la afirmación de que tal encarcelamiento resulta ilegítimo (p. 2). En este 
trabajo se pondrá de manifiesto que se detecta una uniformidad relevante en la 
fijación de la premisa normativa por parte de decisores vinculados con diversos 
ordenamientos jurídico procesales; ordenamientos sumamente divergentes en 
muchos otros aspectos. Es por ello que los objetivos de la investigación de Dei 
coinciden con esta investigación. Los argumentos doctrinarios de Dei 
constituyen lo que suele denominarse concepción cautelar de la prisión 
preventiva que los jueces deberán asumir para corregir su práctica cotidiana. 
Antecedentes Nacionales 
Desde los estudios realizados en el Perú se cuenta con el de Zavaleta y 
Calderón (2014) en su tesis cualitativa titulada Prisión preventiva y presunción 
de inocencia, sustentada ante la Universidad Nacional de Trujillo, investigación 
que tuvo por objetivo determinar las implicancias jurídicas y sociales de la 
prisión preventiva y sus efectos en el bien jurídico denominado presunción de 
inocencia. En la investigación los autores obtuvieron como resultados que la 
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falta de aplicación de los criterios de la prisión preventiva sí genera afectación 
a la presunción de inocencia en las sentencias condenatorias expedidas por 
los Jueces penales de la provincia de Trujillo, por cuanto las decisiones que se 
toman son arbitrarias e inclusive muchas veces desproporcional. Los 
elementos constitutivos que los Jueces Penales utilizan para fijar la prisión 
preventiva, son netamente de índole penal, dejando de lado los criterios de la 
presunción de inocencia establecidos en Constitución Política del Perú. La 
motivación de las resoluciones judiciales, es un derecho y principio 
constitucional consagrado en los tratados internacionales y en nuestra 
legislación nacional, y los Jueces en sus sentencias en la gran mayoría, no 
vienen acatando este derecho de la persona (p. 38). Los autores concluyen 
que en el Distrito Judicial de La Libertad, un gran porcentaje de las sentencias 
analizadas entre los años 2012 y 2013, no están debidamente motivadas de 
acuerdo a las reglas y criterios establecidos en el Código Penal, en 
consecuencia la manera como se pronuncian los Jueces Penales sobre el 
extremo de la presunción de inocencia es arbitrario, de tal manera que dichas 
sentencias adolecen de nulidad. 
Binder, citado por Loza (2013) se refiere en su artículo al derecho a la 
libertad y lo contrapone a la presunción de inocencia, al afirmar que los seres 
humanos que caminan por las calles no son inocentes, ya que la inocencia es 
un concepto referencial, que solo toma sentido cuando existe alguna 
posibilidad de que esa persona pueda ser culpable, ya que la situación regular 
de las personas es la de estar libres; la libertad es condición natural de toda 
persona (p. 3). El autor obtiene como resultados que la inobservancia de las 
normas relativas a la presunción de inocencia dentro del proceso penal, se 
debe al desconocimiento de las mismas por parte de los operadores del 
proceso; quienes en su  gran mayoría desconocen o se resisten a aplicar el 
Código Penal, tal  como lo dispone artículo 2°, inciso 24, numeral e) de la 
Constitución Política del Perú. Frente a los resultados se debe implementar 
programas o cursos de capacitación de los operadores del proceso penal y 
abogados en general, sobre la presunción de inocencia proveniente de un 
delito, dado el elevado  grado de desconocimiento de la institución por parte de 
los mismos.  
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Por su lado, Hasser, citado por Cubas (2009) en su estudio cualitativo 
titulado El Nuevo Proceso Penal Peruano. Teoría y práctica de su 
implementación, llega a la conclusión que en la prisión preventiva se debe 
intervenir lo más rápido y decididamente que sea posible en crisis que no tiene 
que ver con el proceso penal mismo, sino con la criminalidad y con la reacción 
de la población  frente  a  la  criminalidad (p. 124). El estudio de Hasser, a 
diferencia de los otros antecedentes, tuvo por objetivo la de identificar el 
cumplimiento de los plazos procesales de la medida de la prisión preventiva.  
De otro lado Carrara, citado por Egiguren (2002) en su artículo realiza 
aportes interesantes. Él llega a la conclusión de que la prisión preventiva se 
utilice para la defensa pública, para  impedirles  a ciertos  facinerosos que 
durante el proceso continúen en sus ataques al derecho ajeno. El estudio de 
Carrara tuvo por objetivo determinar las responsabilidades que asume el 
funcionario judicial que aplica de modo desproporcionado e injustificado esta 
medida. El estudio de Carrara obtiene como resultados que ante una medida 
irregular de la prisión preventiva por parte del juez, este queda ajeno a asumir 
alguna responsabilidad penal o administrativa sobre alguna decisión irregular. 
En ese sentido, creemos que el aporte de Carrara se aproxima a nuestra 
investigación (p.375).  
Según Tejero (2014) en su investigación de tesis cualitativa titulada La 
constitucionalidad de la determinación y ejecución del mandato de detención 
judicial y su protección a través de hábeas corpus, sustentada en la 
Universidad de Piura, sostiene que la libertad personal o individual debe ser 
vista como un derecho humano constitucionalizado, una manifestación de la 
libertad jurídica, la cual depara a su titular no sólo facultades centralizadas en 
una libertad física o locomotora para movilizarse sin coacciones, restricciones 
o amenazas ilegales, sino que confiere atribuciones orientadas al libre 
ordenamiento de su capacidad volitiva y a esferas de acción propiamente 
humanas (p. 13).  
Por lo expuesto se sostiene que la prisión preventiva debe enmarcarse 
dentro de los parámetros constitucionales, que fluyen de un debido proceso y 
de la vigencia a la presunción de inocencia. Asimismo se sabe que existirán 
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concretas circunstancias en las que la pretensión del imputado de ser 
procesado sin mandato de detención judicial preventiva no formará parte del 
contenido constitucional de su derecho fundamental a la libertad personal, sino 
que se ha justificado un límite interno o esencial de la propia libertad personal 
al fijarse que la pretensión de comparecencia del procesado significaría un 
ejercicio extralimitado de la misma.   
 
1.2. Marco teórico referencial 
 
Con el Marco Teórico se presentarán con más detalle y profundidad los 
alcances teóricos, doctrinarios y legales de nuestra investigación. Tal como lo 
sostiene filosóficamente Azaña, citado por Del Río (2012, p. 2) “La libertad no 
hace felices a los hombres, los hace sencillamente hombres”. En esa línea 
consideramos prioritario que el Estado, ante todo, cumple con preservar dicho 
derecho. Contrario a la libertad es estar en prisión, en cualquiera de sus 
formas.  
 
Desde la visión del penalista Cubas (2009) señala que la prisión 
preventiva es una medida cautelar represiva de carácter personal, provisional 
y excepcional, que dicta el juez de la investigación preparatoria en contra de un 
imputado, en virtud de tal medida se restringe su libertad individual con el fin 
de asegurar un proceso penal sin obstáculos. Este mandato debe guardar los 
límites de la ley (p. 382). En ese sentido, resulta pertinente el aporte de Cubas, 
que además tiene experiencia directa en la materia. Se considera que toda 
medida judicial debe asegurar que se dicte conforme a Derecho. La ley y su 
finalidad deben estar por encima de todo acto que pudiera ser arbitrario. 
Por su lado, Sánchez (2014) afirma que se trata de la medida restrictiva o 
cautelar de mayor gravedad en el proceso penal pues importa la privación de 
la libertad del imputado mientras dure el proceso o hasta que se varíe por otra 
medida o cese dicha privación (p. 96). Se considera que el autor amplía el 
aporte de Cubas, pues toma en cuenta que esta medida puede variar según 
las circunstancias del proceso y según los medios probatorios obtenidos.  
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Asimismo, Cáceres (2009) define la prisión preventiva como una medida 
cautelar dictada por órgano jurisdiccional que tiene por finalidad limitar 
temporalmente la libertad del procesado de la forma más grave: restringiéndole 
su libertad, ello a afectos de obtener la efectiva aplicación de la ley penal (p. 1). 
Resulta valioso el aporte de Cáceres sobe todo cuando remarca que se trata 
de una medida temporal y no definitiva ni adelanto de la pena. 
Asencio (2009) considera que la prisión provisional constituye una medida 
cautelar de carácter personal, cuya finalidad, acorde con su naturaleza, es la 
de garantizar el proceso en sus fines característicos y el cumplimiento de la 
futura y eventual pena que pudiera imponerse. No puede asignarse a esta 
medida una naturaleza tal que la haga devenir en una medida de seguridad o, 
incluso, en una pena anticipada (p. 1). Sin embargo, en la práctica se observa 
que es así. Situación que se considera debe corregirse pues de lo que se trata 
es de respetar los derechos fundamentales de todo procesado.  
Por su parte, Cubas (2009) señala que la regulación actual está estipulada 
por los artículos 268 y siguientes del Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) 
con el nombre de prisión preventiva, según esas normas tienen las siguientes 
características: 
Es facultativa: el artículo 268 del NCPP no es una norma imperativa, sino 
facultativa y deja a criterio del juez para que, basado en la ley y los hechos, 
determine la imposición de la prisión preventiva, luego de un juicio de 
razonabilidad. 









  Requisitos de la prisión preventiva 





Tanto acerca de la comisión del delito, como de la 
vinculación del imputado con el hecho punible. Se 
trata de garantizar efectivamente la libertad 
personal; por ello, solo se dictará mandato de 
prisión preventiva cuando existan fundados y 
graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que 




pena superior a 
4 años 
 
El juez, para disponer esta medida coercitiva, 
realizará un análisis preliminar de las evidencias 
disponibles y sobre esa base formulará una 
prognosis de la pena que podría recaer en el 
imputado. Solo dictará mandato de prisión 
preventiva cuando la pena probable sea superior 
a cuatro años de privación de la libertad, desde la 
perspectiva del caso concreto y no de la pena 




Constituye el verdadero sustento de la medida 
cautelar, que se aplicará cuando sea previsible 
que el imputado, por sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular permita colegir 
razonablemente que tratará de eludir la acción de 
la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad. 
 
Requiere de resolución fundamentada: el juez de la investigación 
preparatoria, dentro de las 48 horas siguientes al requerimiento del Ministerio 
Público realizará la audiencia para determinar la procedencia de la prisión 
preventiva, la cual se llevará a cabo con la concurrencia obligatoria del fiscal, 
del imputado y de su defensor, quien en caso de inasistencia podrá ser 
reemplazado por el defensor de oficio. 
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Está sujeta a plazos: la detención es una medida excepcional y por ello 
está limitada en el tiempo, no tiene duración indefinida. La prisión preventiva 
según lo dispuesto por el artículo 272 no durará más de nueve meses, pero 
tratándose de proceso complejos, no durará más de dieciocho meses (pp. 129-
138). 
Respecto a la presunción de Inocencia, es menester recordar que un 
proceso penal regido por el principio acusatorio, confiere al Fiscal la facultad 
persecutoria y la carga de la prueba en este sentido es el órgano requirente el 
destinado a probar la culpabilidad del imputado y para tal fin, deberá acopiar 
suficientes medios de prueba incriminatorios susceptibles de poder enervar y 
destruir el estado jurídico de inocencia. 
El derecho a la presunción de inocencia es entonces una máxima ético 
jurídica fundamental en un sistema procesal penal respetuoso de las garantías 
fundamentales, es un valor insoslayable ante cualquier solicitud del órgano 
jurisdiccional que pretenda desbordar el ámbito de lo jurídicamente justo: en tal 
sentido, la eficacia protección de los derechos fundamentales es una finalidad 
político criminal indeclinable según las máximas del Estado de Derecho. 
El Estado Democrático asume la presunción de inocencia  como uno de los 
principios cardinales del sistema procesal. Además su positivización como 
garantía del proceso y derecho fundamental lleva a explicarla en una triple 
consideración: principio, garantía y derecho. 
El derecho a la libertad individual no sólo constituye un derecho básico 
para la realización de la persona, sino también es el valor fundamental que 
orienta al Estado Constitucional y al ámbito de desenvolvimiento del individuo. 
Ello implica una efectiva protección de la libertad y de otros derechos conexos 
del ser humano para ser tratado en igualdad de condiciones dentro o fuera de 
un proceso y protegido contra toda injerencia arbitraria o ilegal contra su 
voluntad. 
Por lo que su carácter de derecho es de aplicación erga omnes, por el cual 
el deber de no tildar como culpable a una persona si es que no existe una 
condena que lo declare corno tal. Alcanza a todo miembro de la sociedad.  
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La presunción de inocencia se encuentra expresada como principio, pues 
ordena que algo sea realizado en la mayor medida de lo posible dentro de las 
posibilidades jurídicos y reales existentes, es decir como un mandato de 
optimización que debe ser cumplido en el macro de este derecho 
constitucional. 
Desde una mirada constitucional, el derecho a la presunción de inocencia, 
reconocido en el artículo 2° inciso 24 de la Constitución obliga al órgano 
jurisdiccional a realizar una actividad probatoria suficiente que permita 
desvirtuar el estado de inocente del que goza todo imputado. Pues  este no 
puede ser condenado sólo sobra la base de simples presunciones. La 
presunción de inocencia es una garantía constitucional, porque es un 
mecanismo jurídico que impide el uso arbitrario o desmedido de la coerción 
judicial. De este modo la persona tiene la capacidad de impedir cualquier 
intromisión ilegítima externa ya se dé un tercero o del propio Estado. 
Asimismo, este principio tiene un fundamento filosófico el cual radica en la 
filosofía humanista que implica la tutela de los derechos humanos. 
De acuerdo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013) el 
principio de la presunción de inocencia es en realidad el punto de partida para 
cualquier análisis de los derechos y el tratamiento otorgado a las personas que 
se encuentran bajo prisión preventiva. Este derecho fundamental implica, entre 
otras cosas, que en el caso de resultar necesaria la privación de libertad 
durante el transcurso de un proceso, la posición jurídica del imputado sigue 
siendo la de un inocente (p. 6).  
Desde la legislación internacional la presunción de inocencia está 
reconocida en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, 








 Tabla 2   
Norma internacional Articulado 
Declaración Universal de Derechos Humanos Artículo 11.1 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Artículo 14.2 
Declaración Americana de Derechos Humanos Artículo XXVI 
Convención Americana de Derechos Humanos Artículo 8.2 
 
 
Desde la jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ha señalado que las 
garantías constitucionales no sólo se respetan cuando las resoluciones se 
emiten dentro de un proceso judicial o por un juez competente, sino que tienen 
que haber sido expedidas con respeto de las garantías que comprenden el 
derecho al debido proceso. El máximo intérprete de la Constitución ha 
señalado que frente a una sanción carente desmotivación tanto respecto de los 
hechos corno también de las disposiciones legales que habrían sido infringidas 
por los recurrentes, no puede trasladarse toda la carga de la prueba a quien 
precisamente soporta la imputación. Pues eso significaría que lo que se 
sanciona no es lo que está probado en el procedimiento, sino lo que el 
imputado no ha podido probar como descargo indefensa de su inocencia.  
 
1.3. Marco espacial 
Dado que el accionar profesional está ubicado en Lima Norte, la investigación 
se enfocó en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, ya que en esta 
sede se ha podido obtener la información requerida para conseguir los 
resultados y con ello demostrar las hipótesis. El marco espacial resulta 
importante porque con ella se ha podido delimitar los alcances geográficos y 
territoriales de la investigación.   
 
1.4. Marco temporal  
El marco temporal se delimitó en el presente año, ya que se quiso obtener 
información reciente y válida. Así entonces se pudo realizar un análisis 
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temporal comparativo a fin de estudiar el fenómeno en el lapso de estos 
meses, lo que ha permitido a su vez corroborar las hipótesis y cumplir con los 
objetivos de investigación. El marco temporal ha permitido, finalmente, ubicar 
el fenómeno estudiado en un contexto histórico determinado y real pero 
además considerando los informes de años anteriores sobre la problemática 
abordada. 
 
1.5. Contextualización: histórica, política, cultural y social 
Conviene contextualizar la problemática investigada, toda vez que esta parte 
de una preocupación constante y que se observa desde la práctica judicial, 
penal y legal. Tal como lo señala la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (2013) el uso excesivo de la prisión preventiva en las Américas ha 
sido reconocida también en la Tercera Reunión de Autoridades Responsables 
de Políticas Penitenciaria y Carcelarias, en la cual se hizo referencia al “amplio 
uso de la detención preventiva”, llegándose a estimar que en la región, “más 
del 40% de la población carcelaria se encuentra en detención preventiva”. Esta 
preocupante situación también sucede en el Perú (p. 2). Es por ello que el 
tema de esta investigación adquiere un componente no solo judicial y jurídico, 
sino también político y social y su atención requiere un estudio y una 
intervención integral, profundo y especializado.  
Desde un contexto cultural, la presunción de inocencia es una presunción 
legal que protege el honor la imagen y la libertad del procesado y que 
solamente puede ser objeto de prueba en contrario mediante Resolución 
judicial firme que declare la responsabilidad penal o culpabilidad. Solo merced 
a una sentencia judicial se puede desbaratar esta presunción, ello resulta 
coherente con las normas constitucionales que establecen los fines y objetivos 
del Poder Judicial y los principios y derechos de la función jurisdiccional. 
Desde el contexto social de la presente investigación, es de suma  
importancia, porque es la sociedad quién va a corroborar y verificar si la 
administración de justicia está actuando con transparencia y legalidad, y de 
práctica de algunos operadores jurídicos.  
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Desde un contexto político, esta investigación se orienta a servir como 
base a otros estudios, y a despertar el interés en la comunidad jurídica, del 
Estado y de los decisores políticos para profundizar o ampliar las 
investigaciones doctrinarias y académicas sobre la prisión preventiva y el 
principio de presunción de inocencia. El impacto jurídico de la presente 
investigación es que el Estado se preocupe más por poner en relieve los 
derechos y garantías de la víctima y no tan sólo del imputado como se ha 
estado realizando en los últimos años, más aún en la plena vigencia del Nuevo 
Código Procesal Penal, además de ello, que se pueda exhortar a los 
Magistrados a actuar con buen criterio, que puedan resolver conforme a las 
leyes y no sólo de acuerdo a sus criterios y laicidad, respetando los derechos, 
principios y garantías judiciales.  
Desde el contexto histórico – jurídico, en el Perú la prisión preventiva tiene 
como antecedente y desarrollo jurídico la siguiente normativa: 
Código de Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863. Es el primer Código 
en materia procesal penal, que rigió desde el 1 de mayo de 1863; el cual 
regulaba el presente tema que es materia de investigación, en el Titulo VI, 
denominado de la captura, detención y prisión de los reos, comprendiendo del 
art. 70º al 76º; siendo el artículo 73º el que regulaba la Prisión de Formas, por 
el cual “se tenía efectuada la captura y puesto a disposición del Juez, si éste, 
de las primeras diligencias lo consideraba inocente lo pondrá en libertad, y si 
por el contrario del sumario resulta probada la existencia del delito y la 
culpabilidad del enjuiciado se librará mandamiento de prisión en forma. Librado 
mandamiento de prisión, no podía ponerse en libertad al reo sin que el auto 
que así lo resuelva sea aprobado por el Superior Tribunal”. 
Código de enjuiciamiento en materia criminal de 1920. Esta normatividad 
se promulgó por Ley 4919 el 2 de enero de 1920, por el ex presidente Augusto 
B. Leguía y entro en vigencia el 18 de marzo de 1920 hasta el 17 de marzo de 
1940; en el cual se regulaba, el tema objeto del presente estudio, en el Título V 




Código de Procedimientos Penales de 1940. Mediante   Ley  Nº 9024   
promulgada el  23 de  noviembre  de  1939,  y  según lo Establecido en la 
propia Ley, entró en vigencia el 18 de marzo de 1940, el cual establecía la 
detención provisional del imputado, en el Art. 81 de la citada norma. 
No obstante, con el transcurso del tiempo esta normatividad ha sufrido una 
serie de modificaciones. 
Código Procesal de 1991. A fines del siglo XX se aprueba el Código 
Procesal de 1991, mediante Decreto Legislativo Nº 638, el cual en su artículo 
135 prescribe el mandato de detención, en base a determinados parámetros 
que se tenían que cumplir, para declarar fundada una prisión preventiva. No 
obstante, dicha norma fue modificada por la Ley 27226 del 17 de diciembre de 
1999 y la Ley 27753 del 09 de junio del 2002, esta modificatoria estableció el 
hecho que "no constituía elemento probatorio suficiente la condición de 
miembro de directorio, gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando 
el delito imputado se haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada 
por una persona jurídica de derecho privado". 
Lo que en realidad se buscó con esta norma era determinar la 
responsabilidad penal personalísima, siendo que miembro de directorio, 
gerente, socio, accionista, directivo o asociado, serán responsables en la 
medida que tengan una participación criminal en el hecho delictivo, solo si 
existen otros elementos que vinculen al imputado con la autoría del hecho 
delictivo; así mismo cerró el marco de amplitud respecto al peligro procesal, 
exigiendo en la determinación del peligro de fuga la existencia de "suficientes 
elementos probatorios que lo determinen", eliminando del texto originario "otras 
circunstancias". 
Asimismo mediante Ley 28726, del 2006 se modificó el Inc.2 del Art.135 
del Código Procesal de 1991, en el que para ordenar una detención preventiva, 
la pena probable debe superar a un año de pena privativa de libertad y ya no 
cuatro años; o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del 
agente del delito. 
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Si bien la norma procesal penal anterior exigía la concurrencia de tres 
elementos para que se dicte un mandato de detención: la existencia de 
pruebas suficientes, que la pena a imponerse supere los 4 años y que hubiera 
peligro de fuga, con la Ley 28726 se modificó sustancialmente el inciso 2 del 
artículo 135°, al establecer que se podía dictar detención cuando “la sanción a 
imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de pena privativa de 
libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del agente al 
delito 
Sin embargo mediante Ley 29499 del 2010 se modificó el artículo 135 del 
Código Procesal Penal de 1991 y se estableció como requisito de la detención 
preventiva, que la sanción a imponerse sea superior a los 4 años de pena 
privativa de libertad (y ya no una pena probable superior a un año, como lo 
establecía la Ley 28726) con lo que se equiparó el marco de la prognosis de 
pena superior a cuatro años prevista para la prisión preventiva en el art. 268 
del Nuevo Código Procesal Penal, permitiendo que ambos ordenamientos 
tengan exigencias similares. 
Código Procesal Penal del 2004. El Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) 
en su artículo 268, refiriéndose a los presupuestos materiales de la prisión 
preventiva, se evidencian que se exige la presencia de "fundados y graves 
elementos de convicción” para estimar razonablemente la comisión de un 
delito que vincule al imputado como autor o participe del mismo, y, vuelve a la 
redacción original del Art.135 del Código Procesal Penal de 1991; empero 
introduce en los Arts.269 y 270, pasos para determinar claramente en cada 
caso la existencia del peligro procesal de fuga o de perturbación de la actividad 
probatoria. 
Ley Nº 30076. Esta Ley modifica el Código Penal, el Código Procesal 
Penal, Código de Ejecución Penal y el Código de los Niños y Adolescentes y 
crea registros y protocolos con la finalidad de combatir la inseguridad 
ciudadana, del 2013; y entre otros artículos del Nuevo Código Procesal Penal 
modificó los artículos 268 y 269 referentes a la prisión preventiva y el peligro 
de fuga, respectivamente, suprimiendo el segundo párrafo del artículo 268, 
referente a la pertenencia del imputado a una organización criminal o su 
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reintegración a las mismas, dejó de ser considerado como un presupuesto 
material para dictar un mandato de prisión preventiva, y se incorporó como un 
supuesto que el juez tendrá en cuenta para evaluar el peligro de fuga 
Se observa que ha sido amplia y variada la legislación respecto a la 
investigación que se plantea, ello demuestra su importancia y relevancia 
jurídica y el impacto social, político, cultural y judicial que eso conlleva. Dicho 


















































2.1. Aproximación temática: observaciones, estudios relacionados, preguntas 
orientadoras. 
Respecto a las medidas  restrictivas establecidas en el Código  Procesal  
Penal Peruano, este   ha  merecido  la  regulación de  una  serie  de  medidas 
restrictivas, es  decir coercitivas, tanto de orden personal  como  real, de  las 
que  dispone  el  Juez para  su  imposición  al  procesado con el fin de 
preservar la seguridad ciudadana.  
Sin embargo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013) 
encuentra que el incremento del uso de la prisión preventiva y de las penas 
privativas de la libertad en general no son la vía idónea para el cumplimiento 
de los fines de la seguridad ciudadana (p. 8). La Comisión Interamericana no 
ha encontrado información empírica alguna que demuestre que un incremento 
en el uso de la prisión preventiva contribuya a disminuir los niveles de 
delincuencia o de violencia. 
Las medidas  restrictivas son  aquellas  que prohíben la libertad persona  
que puede adoptar el tribunal en contra del  imputado en  el  proceso  penal, 
con el objeto de asegurar la realización de los fines penales del procedimiento. 
Las medidas cautelares son aquellas medidas  restrictivas o privativas de la 
libertad personal que puede adoptar el Tribunal, para  asegurar  la persona del  
imputado  en  el curso del  procedimiento  penal. 
También se puede definir las medidas cautelares de carácter personal 
como aquellas  resoluciones  normalmente  judiciales, mediante  las cuales se 
limita la libertad del imputado con la finalidad de asegurar la celebración del 
Juicio Oral y eventualmente  la  Sentencia. La suspensión preventiva de 
derechos es  una medida restrictiva de  derechos, aplicables  a los  casos de  
delitos  sancionados con pena de inhabilitación sea esta principal o accesoria o 
cuando resulte necesario para evitar la reiteración delictiva con fines 
preventivos. 
En el  Marco Normativo el  Código Procesal  Penal en los artículos 297 al 
301, establece otra modalidad de restricción, es la pena privativa de la  
libertad, la  cárcel  mediante la  medida  cautelar de prisión  preventiva, la 
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misma que se aplica de modo excesivo, lo que hace más complejo aun el 
problema y que es producido por causas de distinta naturaleza: cuestiones de 
diseño legal, deficiencias estructurales de los sistemas de administración de 
justicia, amenazas a la independencia judicial, tendencias arraigadas en la 
cultura y práctica judicial, entre otras.  
De otro lado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013) ha 
observado también que la aplicación de esta medida afecta de manera 
extendida y desproporcionada a personas pertenecientes a grupos 
económicamente más vulnerables, quienes por lo general encuentran 
obstáculos en el acceso al pago de fianzas, ni pagar  a un abogado, contando 
solo con la defensa pública y con las limitaciones que eso conlleva (p. 4). La 
constatación que hace la Comisión muy bien aplica también para el Perú.  
Habiendo presentado los antecedentes, el contexto social, político y judicial 
de la problemática a investigar cabe plantear las siguientes preguntas 
orientadoras: ¿qué es la presunción de inocencia? ¿En qué casos se aplica la 
prisión preventiva? ¿Cómo se está usando la medida cautelar la prisión 
preventiva en la Corte Superior de Lima Norte? ¿Cuál es el rol de los 
abogados en todo ello? ¿Qué hacer para mejorar la situación de los imputados 
a fin de que se respeten sus derechos constitucionales? Para dilucidar todo 
ello, se presentan a continuación la formulación de los problemas de 
investigación.  
 
2.2. Formulación del problema de investigación 
Desde el punto de vista metodológico, Ramos (2011) define al problema de 
investigación como la dificultad producto de una reflexión madura que no 
puede resolverse automáticamente, con la sola acción de nuestros reflejos 
instintivos o condicionados. El problema de una tesis es el núcleo central de la 
investigación, y su funcionalidad y formulación está en directa relación con el 
tema elegido (p. 123).  
Al ser esta investigación una de rigor científico, se puede verificar que lo 
señalado por Ramos es cierto, ya que para el desarrollo de todos los campos 
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que aborda la presente investigación, se tiene como punto de partida el 
problema general.  
En tal sentido, la presente investigación busca generar como resultado una 
herramienta epistemológica que permita resolver la problemática actual sobre 
la presunción de inocencia y la prisión preventiva en la Corte Superior de Lima 
Norte. Así entonces se plantean los siguientes problemas de investigación: 
 
2.2.1. Problema General 
¿De qué manera los jueces de la Corte Superior de Lima Norte 
aplicaron durante el 2016 la prisión preventiva en el marco del principio 
de presunción de inocencia de los procesados? 
2.2.2. Problemas Específicos 
¿Cuáles son los criterios de los jueces de la Corte Superior de Lima 
Norte en la que basaron la orden de prisión preventiva en el marco del 
principio de presunción de inocencia de los procesados? 
 
¿Cuáles son los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional respecto a la aplicación de la prisión preventiva que 
ordenan los jueces? 
 
¿De qué manera el Poder Judicial está cumpliendo con las 
recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 




Según Ramos (2011) una investigación debe ser conveniente en términos 
prácticos y necesaria en términos teóricos pues de lo que se trata es de ayudar 
a resolver un problema social o posibilitar la construcción de una nueva teoría 
(p. 126). En este caso, se ha considerado precisar la justificación en términos 




2.3.1. Justificación Teórica 
La presente investigación surge del debate y discusión motivada  entre 
estudiosos del Derecho Penal nacional e internacional, que han tratado 
de  explicar los efectos que la prisión preventiva tiene sobre el principio 
de presunción de inocencia y el derecho a la libertad del procesado.  
Los diferentes enfoques doctrinales que existen sobre el tema, así  
como los diferentes criterios aplicados en su tratamiento  jurisprudencial 
justifican la investigación desde la perspectiva teórica.   
Se considera que la presente investigación suplirá la necesidad 
que existe de sistematizar la doctrina y jurisprudencia nacional respecto 
a la prisión preventiva y el principio de presunción de inocencia, que 
actualmente es muy escasa. 
La presunción de inocencia es la máxima garantía del imputado y 
uno de los pilares del proceso penal acusatorio, reconocida por el 
artículo 2° inciso24 literal e) de nuestra Carta Magna, la misma que 
establece: toda persona es considerada inocente mientras no se haya 
declarado judicialmente su responsabilidad. Entonces, por imperio 
constitucional, toda persona debe ser considerada inocente desde el 
primero momento que ingresa al foco detención de las normas 
procesales de investigación. 
Dicho principio de orden constitucional y reconocido en los 
Tratados internacionales ratificados por el Perú, cuyas disposiciones son 
de obligatorio cumplimiento no ha merecido en los últimos años mayor 
reconocimiento en la legislación procesal penal, afectándose dicho 
principio y con el ello la calificación sobre la situación jurídica de la 





2.3.2. Justificación Práctica 
La utilidad práctica de la presente investigación, conllevaría a un mejor 
desarrollo doctrinario y jurisprudencial para la correcta aplicación de las 
normas relacionadas con la prisión preventiva y la presunción de 
inocencia, de tal manera que no se sigan vulnerando garantías y 
principios constitucionales a la víctima, pues es a éste a quién debe 
brindársele la atención necesaria y los beneficios para que vea 
resarcido su derecho de manera justa. Por lo que es necesario que el 
Estado, tome cartas en el asunto. Asimismo, será útil, para todas 
aquellas personas conocedoras de  Derecho y que comprende a 
estudiantes de Derecho, abogados, litigantes, magistrados, creadores y 
operadores jurídicos de dispositivos legales como los legisladores, y a la 
sociedad. 
 
2.3.3. Justificación Metodológica 
El estudio del tipo básica de acuerdo a los hechos presentados, bajo el 
diseño no experimental y descriptivo, porque el objetivo es determinar si 
la prisión preventiva influye en la presunción de inocencia en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, período 2016, para ello se recopiló los datos de 
acuerdo a los instrumentos validados, luego se procedió a determinar la 
relación entre las variables de acuerdo a la correlación fáctica entre lo 
que se plantea en la doctrina y la legislación y los hechos observados 
en la Corte Superior de Lima Norte. Es por ello que para esta 
investigación se aplicó las técnicas de recolección de datos de la 
entrevista y el análisis de la fuente documental, principalmente. 
 
2.4. Relevancia 
Esta investigación resulta relevante toda vez que hoy en día la sociedad está 
sumida en procesos penales y jueces que tiene por fin primero y último de 
aplicar prisión preventiva sin mayor sustento o asidero probatorio que lo 
respalden, lo cual trae consigo el hacinamiento de las cárceles. Dicho 
hacinamiento agrava el  problema que más preocupa y alarma a la población y 
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al Estado. Se aprecia día a día los distintos casos en que los jueces ordenan 
mandato de detención sin mayor diligencia. Pero además se observa que la 
sociedad y la propia administración de justicia ha caído en eso que Roxin 
denomina el “populismo del Derecho Penal”. Este populismo, sin duda no 
ayuda a solucionar el problema. Por tanto, la investigación resulta relevante 
desde el punto de vista no solo jurídico, sino también social y político.  
 
2.5. Contribución 
El presente trabajo encuentra su contribución en la necesidad real de contar 
con un sistema de administración de justicia justo y que cumpla los Principios 
del Derecho y respete los derechos fundamentales, en particular el derecho a 
la presunción de inocencia. Al finalizar la investigación se formula algunas 
propuestas para que el Poder Judicial fortalezca sus acciones y mecanismos 
para que asuma con responsabilidad criterios constitucionales y jurídicos que 
los lleve a imponer medida de prisión preventiva cuando estos sean 
estrictamente necesarios y justificados. Consideramos que esta investigación 
le será de utilidad al Ministerio Público, Poder Judicial, Defensoría del Pueblo, 
ONGs, la sociedad civil, estudiantes universitarios y la población en general. 
 
2.6. Objetivos 
En el presente trabajo de investigación se establecen objetivos directamente 
relacionados con los problemas de investigación, dado que se pretende 
adquirir un conocimiento jurídico y doctrinal, y el tratamiento jurisdiccional de la 
prisión preventiva y la presunción de inocencia. Para esta investigación se 
presentan los siguientes objetivos:  
 
2.6.1. Objetivo General 
Determinar la manera en que los jueces de la Corte Superior de Lima 
Norte aplicaron durante el 2016 la prisión preventiva en el marco del 
principio de presunción de inocencia de los procesados 
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2.6.2. Objetivos Específicos 
Identificar los criterios en la que se basaron los jueces de la Corte 
Superior de Lima Norte para ordenar la prisión preventiva en el marco 
del principio de presunción de inocencia de los procesados. 
Analizar los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional respecto a la aplicación de la prisión preventiva que 
ordenan los jueces. 
Corroborar la manera en que el Poder Judicial está cumpliendo con las 
recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 




De acuerdo con Hernández, Fernández y Baptista la hipótesis no es 
conceptualizada sino como la guía de una investigación, indican aquello que 
pretendemos contrastar y se definen afirmaciones tentativas respecto del 
fenómeno investigado, asimismo indica que son proposiciones anticipadas o 
respuestas provisionales a las preguntas de investigación (2014, p. 104). Por 
su lado, para Ramos (2011) “La hipótesis es la pregunta que hacemos en el 
mundo empírico, de tal manera que se pueda obtener una respuesta” (p. 137). 
Es por ello que en el presente trabajo se plantean hipótesis directamente 
relacionados a los problemas de investigación, las que se precisan a 
continuación: 
En el presente trabajo se plantean hipótesis directamente relacionados a 
los problemas de investigación, las que se precisan a continuación: 
2.7.1. Hipótesis General 
Los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplicaron durante el 2016 
la prisión preventiva de modo inadecuado, apresurado y sin sustento 
sólido, ello debido a su poca diligencia lo que ha conllevado a la 
transgresión del principio de presunción de inocencia de los procesados. 
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2.7.2. Hipótesis Específicos 
Los jueces de la Corte Superior de Lima Norte que ordenaron la prisión 
preventiva de los procesados se basaron en criterios subjetivos y 
arbitrarios lo que trajo consigo la transgresión del principio de 
presunción de inocencia de los procesados. 
 
La jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de 
la prisión preventiva que ordenan los jueces contiene criterios 
constitucionales que aseguran y salvaguardan los derechos del 
procesado, ya que estos se basan en principios y valores 
constitucionales. 
 
Los jueces de la Corte Superior de Lima Norte debido a su 
desconocimiento incumplen con las recomendaciones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la 
prisión preventiva y el respeto al debido proceso, lo que resulta una falta 
grave ya que el Perú forma parte del Sistema Interamericano de 














































El método a utilizado en la presente investigación es el cualitativo analítico y 
sintético. Es cualitativo porque como explica Hernández (2007) el seguimiento 
de métodos cualitativos para realizar investigaciones permite abordar 
fenómenos reales de la vida humana tal y como estos se desarrollan 
cotidianamente; es decir, dentro de su contexto natural. Estos métodos se 
enfocan a describir la esencia de alguna situación dada entre sujetos, como 
actores de procesos sociales (pp. 17-18). 
Es analítico debido a que se va a desmembrar un todo, descomponiéndolo 
en sus partes o elementos para observar las causas, la naturaleza y los efectos, 
así como las relaciones entre sí y con el todo. Va a permitir conocer más del 
objeto de estudio., con lo cual se puede explicar, hacer analogías, comprender 
mejor su comportamiento y establecer nuevas teorías. Es sintético debido a que 
posteriormente se reúnen los elementos que tienen relación lógica entre si hasta 
completar y demostrara la verdad del conocimiento.    
 
3.1.1. Tipo de estudio 
La investigación es básica y no experimental porque lo que se va a observar son 
los fenómenos tal y como se dan en su contexto natural, para después poder 
analizarlos, es decir a fin de determinar si la detención preventiva influye 
significativamente en la presunción de inocencia en el distrito judicial de Lima 
Norte, periodo 2015 
 
3.1.2. Diseño 
El diseño de investigación que se desarrollará será fenomenológico Bogeny 
(citado por Hernández) sobre el diseño fenomenológico señala que este 
pretende reconocer las percepciones de las personas y el significado de un 
fenómeno o experiencia. La típica pregunta de investigación de un estudio 
fenomenológico se resume en: ¿Cuál es el significado, estructura y esencia de 
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una experiencia vivida por una persona (individual), grupo (grupal) o 
comunidad (colectiva) respecto de un fenómeno? (2010, p.515). 
Esta investigación buscara analizar la magnitud de la detención preventiva 
y los derechos fundamentales, asimismo determinar si la detención preventiva 
influye significativamente en los derechos fundamentales en el Distrito Judicial 
de Lima Norte, periodo 2016.   
 
3.2. Escenario de estudio 
El escenario de estudio será la sede y jurisdicción de la Corte Superior de Lima 
Norte. Se ha escogido esta jurisdicción debido a que se tiene acceso y 
facilidad para obtener la información. Además porque se trata de la jurisdicción 
donde se han ubicado casos emblemáticos de la aparición del fenómeno 
observado: la presunción de inocencia y la prisión preventiva.  
 
3.3. Caracterización de sujetos 
La caracterización de los sujetos permite identificar, describir y diferenciar las 
fuentes de información directas o también llamadas primarias. Los sujetos se 
constituyen en los insumos de información específica y especializada, es por 
ello que deben estar debidamente identificados. En tal sentido para la presente 
investigación los sujetos estarán conformado por los siguientes participantes:  
Procesados en el Distrito Judicial del Lima Norte: aquellos a quienes se les 
ha vulnerado su derecho constitucional a la presunción de inocencia y su 
libertad personal. Muchas veces los procesados terminan inculpado por 
hechos que nunca cometieron y que a pesar de ello no pueden acceder a una 
preparación por errores judiciales.  
Jueces: quienes dictan la medida de prisión preventiva de modo 
indiscriminado y sin considerar las restricciones legales, además de dejar de 
lado los principio y valores del Derecho Penal y Constitucional.  
Abogados litigantes: aquellos que abogan y patrocinan casos en las que se 
han transgredido derechos y principios jurídicos y ayudan a corregir las 
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medidas judiciales arbitrarias y carentes de respaldo legal. Los abogados 
juegan un papel fundamental en esta problemática.  
Expertos en la materia: son aquellos que permiten aclarar, profundizar y 
estudiar teórica y doctrinalmente la problemática a investigar que en este caso 
está relacionado al derecho a la presunción de inocencia y la libertad personal.  
 
3.4. Trayectoria metodológica 
Para Valderrama (2013) el método es una estrategia que permite, de modo 
ordenado obtener conocimientos sobre el problema de investigación. En 
términos prácticos, es la manera en que se busca información, se procesa, se 
organiza, se codifica, se diferencia (p. 181). El método es la herramienta 
fundamental para obtener resultados y arribar a los objetivos y demostrar las 
hipótesis.  
En esta investigación se siguió un procedimiento metodológico orientado 
desde un enfoque cualitativo. El método de análisis de datos cualitativos 
consiste en la recolección de  información estos pueden ser narraciones de los 
participantes, (visual, auditiva), textos escritos  (documentos, cartas, etc.), 
entrevistas (respuestas orales, gestos), para luego describirlos, comprender, 
interpretar, explicar y finalmente encontrar sentido a los datos en el marco del 
planteamiento del problema (Hernández, 2010, p.292). 
En esta investigación se usaron también las principales técnicas de 
recolección de datos: la entrevista y el análisis de fuente documental. Con ellas 
se ha obtenido la información requerida, útil y pertinente. Es decir, la 
trayectoria metodológica asumida ha comprendido todos los aspectos 
metodológicos propios de una investigación científica. 
 
3.5. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 
Las técnicas de investigación pueden clasificarse en técnicas para la 
recolección de información mediante el análisis de fuente documental y 
técnicas para la recolección de datos. Las técnicas e instrumentos de 
recolección de datos que se utilizó en la investigación, fueron  los  siguientes: 
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La entrevista: Según Tamayo (2007) la entrevista es un diálogo intencional, 
una conversación personal que el entrevistador establece con el sujeto 
investigado, con el propósito de obtener información (p. 30). Para esta 
investigación se realizó entrevistas a expertos y especialistas en la materia de 
estudio, a fin de adquirir sus conocimientos, experiencias y aportes jurídicos, 
sociales y penales. Para aplicar esta técnica se usó el instrumento de Ficha de 
entrevista.  
La técnica del análisis de fuente documental, en la cual sirve como guía y 
referencia en la fuente legal, doctrinal, social, jurídica, componentes 
elementales para alcanzar el objetivo planteado en la investigación. Para 
aplicar esta técnica se usó el instrumento de Ficha de análisis de fuente 
documental.  
Análisis comparativo  de  sistemas jurídicos  extranjero y nacional. Esta 
técnica ha permitido contrastar los sistemas jurídicos y analizarlos en toda su 
complejidad y particularidad. Para esta técnica se usó el instrumento de Ficha 
de análisis comparativo de sistemas jurídicos.  
A continuación se listan los instrumentos a aplicar: 
Ficha de análisis comparativo de sistemas jurídicos. 
Ficha de entrevista. 
Ficha de análisis de fuente documental.  
 
3.6. Tratamiento de la información 
Se detallará a continuación los métodos a utilizar para el tratamiento de la 
información y el análisis de los datos:  
Recolección de datos: Consiste básicamente en la obtención de la 
información, datos, antecedentes del fenómeno de estudio, a través de las 
técnicas de la entrevista, el análisis documental, la observación, grupo de 
enfoque y anotaciones efectuadas. 
Revisión de los datos: Se realizará una evaluación prolija de la información 
adquirida a fin de verificar de manera general los datos obtenidos. 
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Organizar los datos e información: Se procederá a valorar la información 
más idónea y adecuada a fin de que coadyuve en la investigación. 
La codificación de los datos: Se enfocará en dos niveles: 1) en generar 
unidades de significado y  categoría y, 2) abordará temas y relaciones entre 
conceptos, en consecuencia la consolidación de los dos niveles va a producir 
una teoría en base a los datos logrados. 
Asimismo y previo a su aplicación los instrumentos serán validados a fin de 
asegurar su confiabilidad. Cabe señalar que los instrumentos de recolección de 
datos resultan confiables toda vez que antes de su aplicación serán validados 
por expertos tanto en lo temático como en lo metodológico. La validez y 
confiabilidad de los instrumentos está dada debido a que la investigación sigue 
un estricto rigor científico caracterizado por su credibilidad.  
Según Vara (2008, p. 246) “La validez de contenido se determina mediante 
el juicio de expertos en el tema. También se le conoce como criterio de jueces. 
Se consulta con especialistas si la variable a medir tiene un contenido 
exhaustivo. Es decir, si los ítems (indicadores) que componen cada variable 
son pertinentes y exhaustivos (suficientes). El número de expertos consultados 
debe oscilar entre 3 y 10”. 
La presente investigación se validará mediante la entrevista a expertos, 
todos con una larga trayectoria en el tema, se consultará a especialistas y 
juristas. Entonces se aprecia que se cumple con la credibilidad señalada por 
Vara. 
Asimismo, analizamos la normativa del Derecho Internacional y nacional; 
así también tendremos referencia bibliografías referentes a nuestro tema de 
investigación. Asimismo, se seguirá las Normas APA y el Manual para 
Investigación de la Universidad César Vallejo. 
A continuación se detallará las unidades temáticas las mismas que están 






        Tabla 3   
 
3.7. Mapeamiento 
Resulta pertinente elaborar el esquema del mapeamiento, debido que la misma 
servirá para situarnos en el escenario del objeto de estudio, a fin de que se 
pueda extraer toda la información más relevante de los casos de prisión 
preventiva, el tratamiento jurídico de esta medida, los jueces, los abogados, los 
expertos y todos los involucrados en  la materia, así como conocer los 
impactos jurídicos, sociales y económicos que ha causado. A continuación el 
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Es una medida coercitiva de carácter 
personal, provisional y excepcional, que 
dicta el Juez de la Investigación 
Preparatoria en contra de un imputado, en 
virtud de tal medida se restringe su libertad 
individual ambulatoria, para asegurar los 
fines del proceso penal. Este mandato está 
limitado a los supuestos que la ley prevé 












Derecho fundamental establecido en el 
artículo 2 inciso 24 de la Constitución 
Política. Asimismo la presunción de 
inocencia es uno de los principios 
cardinales del sistema procesal y su 
positivización es una garantía del proceso 
que nos lleva a explicarla en una triple 























3.8. Rigor Científico 
El rigor científico de esta investigación está avalada por la transferencia 
adquirida, pues se aplicaron los hallazgos obtenidos, a través de la recolección 
de información del problema planteado, a las normas correspondientes sobre 
la prisión preventiva en la problemática descrita a fin que los jueces se remitan 
a las normas correspondientes y además las personas afectadas puedan tener 
una directa visión de la medida a tomar en caso de la transgresión de sus 
derechos. Según  Noreña el rigor es un concepto transversal en el desarrollo 
de un proyecto de investigación y permite valorar la aplicación escrupulosa y 
científica de los métodos de investigación, y de las técnicas de análisis para la 
obtención y el procesamiento de los datos (2012, p. 265). 
 
Asimismo esta investigación ha contado con la fiabilidad y la validez 
necesaria en toda tesis. Para Pérez, señala que la fiabilidad y la validez son 
cualidades esenciales que deben tener las pruebas o los instrumentos de 
carácter científico para la recogida de datos, debido a que garantizan que los 
resultados que se presentan son merecedores de crédito y confianza. Aunque 









Figura 1  Mapeamiento 
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paradigma positivista, han fundamentado los criterios que se han venido 
estableciendo para incrementar la credibilidad de los estudios cualitativos 
(2007, p. 91). 
De acuerdo a Sandín (2000) los criterios de validez en la investigación 
cualitativa son cuatro: a) Aplicación de criterios convencionales b) Aplicación 
de criterios paralelos o cuasi-fundacionales c) Aplicación de criterios propios d) 
Nuevos criterios para un mundo pos-moderno (pp. 6-10). Siguiendo a Sandín, 
en esta investigación se aplicará el criterio convencional, el cual para valorar la 
adecuación y calidad de la investigación son los ya conocidos de validez 
interna, validez externa, fiabilidad y objetividad. Algunos autores sostienen que 
los estudios cualitativos deben ser juzgados usando los mismos criterios que 














































4.1.  Descripción de Resultados  
La descripción de resultados que se detalla a continuación responde a las 
distintas fuentes analizadas (doctrina, jurisprudencia, legislación y 
entrevista con expertos) los cuales a su vez guardan relación con las 
Categorías estudiadas: prisión preventiva y presunción  de inocencia. Se 
ha considerado conveniente elaborar los Resultados a partir de matriz a 
fin de que permita hacer un análisis comparativo y descriptivo, y 
posteriormente triangularlos.  
 
Resultado del análisis de la jurisprudencia 
Tabla 4 
Órgano jurisdiccional -  
Expediente 
Contenido literal o referenciado 
Tribunal 
Constitucional. 
Sentencia emitida en 
el Expediente N° 1567-
2002-HC/TC, FJ. 2, del 
5 de agosto de 2002 
“La prisión preventiva tiene como última 
finalidad asegurar el éxito del proceso. No se 
trata de una medida punitiva, por lo que, 
mediante ella, no se adelanta opinión respecto 
a la culpabilidad del imputado en el ilícito que 
es materia de acusación, por cuanto ello 
implicaría quebrantar el principio constitucional 
de presunción de inocencia. Se trata de una 
medida cautelar, cuyo objetivo es resguardar la 





2 de mayo de 2007 
La prisión preventiva o provisional “constituye 
una medida cautelar de carácter personal, cuya 
finalidad, acorde con su naturaleza, es la de 
garantizar el proceso en sus fines 
característicos y el cumplimiento de la futura y 
eventual pena que pudiera imponerse. No 
puede asignarse a esta medida una naturaleza 
tal que lo haga devenir en una medida de 
seguridad o, incluso, en una pena anticipada”.  
Poder Judicial. 
Casación Penal Nº 01-
2007-Huaura 
La prisión preventiva es una medida coercitiva 
personal, estrictamente jurisdiccional, que se 
adapta a instancia del Ministerio Publico y en el 
seno de un proceso penal debidamente 
incoado, siempre que resulte absolutamente 
imprescindible, que persigue conjugar un 
peligro de fuga o un riesgo de ocultación o 
destrucción de las fuentes de prueba (no se 
puede atribuir el papel de instrumento de la 






Análisis crítico y sistémico del resultado obtenido de la jurisprudencia 
El Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia afirmó al respecto que la 
prisión preventiva tiene como ultima finalidad asegurar el éxito del proceso; 
asimismo establece que no se trata de una medida punitiva; por lo que, 
mediante ella, no se adelanta opinión respecto a la culpabilidad del imputado 
en el ilícito que es materia de acusación, por cuanto ello implicaría quebrantar 
el principio constitucional de presunción de inocencia. Se trata de una medida 
cautelar cuyo objeto es regular la eficiencia plena de la labor jurisdiccional.  
De otro lado, el Tribunal Constitucional con relación al principio de la 
presunción de inocencia y el plazo razonable de la detención preventiva ha 
señalado: la presunción de inocencia se mantiene viva en el proceso penal 
siempre que no exista una sentencia judicial que como corolario del cauce 
investiga torio llevado a cabo con las garantías inherentes al debido proceso, 
logre desvirtuarla. Mientras ello no ocurra dicho principio debe informar a todos 
y cada uno delos actos de la Judicatura, máxime si existe una medida de 
detención vigente. 
Por su lado, Cárdenas (2014, p. 14) aborda el tratamiento jurisprudencial 
de la prisión preventiva y cuáles son los motivos para que se produzca esta 
indebida caducidad, dictada por un Juez de Garantías Penales y sobre todo 
verifica la debida aplicación de los derechos, principios y garantías 
constitucionales dentro del marco legal y el adecuado procedimiento en la 
seguridad jurídica dando así una posible solución a este problema jurídico que 








 Resultado del análisis de fuente documental especializada 
Tabla 5 
Fuente documental – órgano 
que lo emite 
Descripción 
 
Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en su 
Informe sobre la prisión 
preventiva en las Américas 
(2013, p. 6) 
Reconoce el deber que tienen los Estados de mantener el 
orden público y proteger del delito y la violencia a todas 
las personas bajo su jurisdicción. Sin embargo, reitera, el 
principio largamente establecido en el Sistema 
Interamericano de que independientemente de la 
naturaleza o gravedad del crimen que se persiga, la 
investigación de los hechos y eventual enjuiciamiento de 
determinadas personas deben desarrollarse dentro de los 
límites y conforme a los procedimientos que permitan 
preservar la seguridad pública en el marco del pleno 
respeto a los derechos humanos. 
 
Corte Interamericana de 
Derechos Humanos 
La Corte ha establecido que el concepto de derechos y 
libertades y, por ende, el de sus garantías, es también 
inseparable del sistema de valores y principios que lo 
inspira. En una sociedad democrática los derechos y 
libertades inherentes a la persona, sus garantías y el 
Estado de Derecho constituyen una tríada, cada uno de 
cuyos componentes se define, completa y adquiere 
sentido en función de los otros. 
 
Estudio Loza Ávalos Abogados. 
Informe: La prisión preventiva 
frente a la presunción de 
inocencia en el Nuevo Código 
Procesal Penal 
 
En este Informe técnico jurídico se sostiene que la 
presunción de Inocencia no es un beneficio legal a favor 
del reo, sino que constituye un límite a la actividad 
sancionatoria del Estado. En ese orden de ideas, la 
presunción de inocencia:  
a) Es un derecho fundamental y una presunción irus 
tantum.  
b) Puede ser desvirtuada en función a la actividad 
probatoria en el marco de un proceso penal. 
c) Su carácter relativo justifica la imposición de 
medidas cautelares personales al imputado. 
d) Su relación con el In dubio pro reo. 
 
 
Estudio Loza Ávalos 
Abogados. Informe: La 
prisión preventiva frente a la 
presunción de inocencia en 
el Nuevo Código Procesal 
Penal 
En este informe técnico jurídico se señala que la prisión 
preventiva, es la medida cautelar personal más radical y 
aflictiva, es por ello el legislador ha establecido puntuales 
exigencias, requisitos objetivos y concurrentes previstos 
en el artículo 268º del Código Procesal Penal de 2004, 
para su aplicación, tales como:  
a) La existencia de fundamentos y graves elementos de 
convicción suficientes que vinculen al imputado con la 
comisión del delito investigado.  
b) La sanción a imponerse sea superior a los 4 años de 
pena privativa de libertad. 
c) Peligro procesal. 
d) La existencia de razonables elementos de convicción 
acerca de la pertenencia del imputado a una 





Análisis crítico y sistémico del resultado obtenido de la fuente 
documental especializada 
Se aprecia que tanto de parte los órganos jurisdiccionales del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, se refiere a la Comisión y a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y del Informe Técnico jurídico del 
Estudio Loza Ávalos Abogados, señalan con precisión los alcances jurídicos de 
la presunción de inocencia y de la prisión preventiva. Estos resultados técnicos 
permiten otorgarle sustento argumentativo a esta investigación y con mayor 
razón corroborar las hipótesis toda vez que se sostiene que los órganos 
jurisdiccionales de la Corte Superior de Lima Norte desconocen los alcances 
de la doctrina jurisprudencial del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos a pesar de esta constituye de referencia obligatoria para los órganos 
jurisdiccionales nacionales, toda vez que el Perú forma parte de dicho Sistema 
de justicia internacional. Desde esta investigación se considera que el 
conocimiento y la aplicación de la doctrina jurisprudencial del Sistema 














Resultado del análisis de la fuente doctrinal 









Para el autor, lo idóneo para evitar la dilación y llevar a buen 
procedimiento la conclusión del proceso penal estriba en 
despejar todos los obstáculos procedimentales (rituales), 
desformalizándola mediante criterios más flexibles, 
salvaguardando las garantías del debido proceso, la 
defensa en juicio y el adecuado servicio de la justicia, es 
más, de este modo se reduciría sensiblemente la cantidad 
de procesados, alguno de ellos detenidos sin condena. Solo 
el transcurso del tiempo se determina la caducidad de la 
prisión preventiva y los jueces pese a estar sujetos también 
a plazos ordena torios exceden temporalmente con 







Para Loza, conjugar el principio de presunción inocencia y 
la prisión preventiva durante la sustanciación de un proceso 
penal, constituye una tarea bastante áspera en el debate 
jurídico-penal (p. 3). Existe una lucha por hacer valer las 
garantías individuales frente al ejercicio del poder punitivo 
del Estado, en donde el hombre durante años ha luchado 
para obtener el pleno reconocimiento y respeto mínimo del 
derecho fundamental a la libertad; sin embargo, este se ve 
restringido por el ius puniendi del Estado cuando se comete 
un hecho reprochable jurídicamente, teniendo como 





El autor sostiene que la prisión preventiva, si bien 
teóricamente supone una vulneración del derecho a la 
presunción de inocencia, no lo es menos que deviene 
necesaria en la medidas en que resulta ineludible para 




El autor afirma que no existe la incompatibilidad entre el 
principio de inocencia y medios de coerción personal (p. 6). 
Es decir la coerción procesal tiene su fundamento no en la 
consideración del sujeto como responsable del hecho 
criminal antes de una sentencia condenatoria firme, sino en 




Análisis crítico y sistémico del resultado obtenido de la fuente doctrinaria 
 
Frente a los resultados obtenidos, desde esta investigación se aprecia que la 
doctrina coincide en señalar los argumentos y razones de la validez jurídica 
tanto de la presunción de inocencia como de la prisión preventiva. Los autores 
señalan de modo unánime que ambos resultan figuras plenamente válidas 
pero que en la práctica se desvirtúan al no cumplir con su cometido y al 
vulnerar derechos fundamentales. En ese sentido hace falta que los 
operadores de justicia de la Corte Superior de Justicia no solo invoquen las 
corrientes doctrinarias sino que la sepan interpretar y aplicar debidamente para 
evitar excesos e interpretaciones perniciosas para los imputados.   
 
4.1.4. Resultado del análisis de la aplicación de la  entrevista 
En el presente trabajo de investigación, se ha realizado la técnica de  
recopilación de información de entrevistas, la misma que  ha  sido dirigida a 
once profesionales en Derecho, tanto a defensores del Estado en  su calidad  
de  Procuradores, jueces, defensores públicos y fiscales. Cabe señalar que se 
han recogido de ellos solo información cualitativa a partir de sus opiniones, 
percepciones y comentarios, los cuales no se requiere cuantificarlos sino que 
nos hemos abocado a analizarlos. A continuación se detallan la descripción de 
los entrevistados: 
 
Ficha Técnica de la entrevista 
 Tabla 7   
Entrevistado Código  Labor – función – cargo 
Alejandro Medina Ycochea A Abogado 
Octavio Suárez Rafael B Abogado 
Manuel Ganoza Zúñiga C Fiscal de la 4ta Fiscalía Provincial Penal 
Rubén Torres Álvarez D abogado 
Wilson Vargas Miñán E Fiscal Provincial Penal 
Carlos Pretel de la Cruz F Fiscal Provincial Penal 
Antonio Baltodano Vásquez G Fiscal Provincial Penal 
Angel Moroh Huaco H Fiscal de la 13 Fiscalía  Penal 
Gutiérrez Villalta I Vocal de la Fiscalía Superior 
Fabián Guerra Rengifo J Juez del 4to Juzgado de Investigación 
Preparatoria 
Ronald Cueva Solís K Juez  titular del 5to Juzgado Penal 
 
Lugar y fecha de aplicación: jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, durante los 
días 30 de abril al 8 de mayo de 2017 
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Dado que cada entrevistado y experto planteaban posiciones diversas, aunque 
no necesariamente discrepantes, se ha considerado elaborar y procesar sus 
respuestas a partir de una Matriz de Triangulación, a fin de contrastar y 
otorgarle mayor confiabilidad a los resultados obtenidos por esta técnica, por lo 
que se usará una Triangulación de Teorías, considerando los conocimientos, 
aportes, experiencia y práctica de cada entrevistado. Asimismo, se usará el 
método de análisis interpretativo y comparativo, y los datos serán usados para 
identificar inconsistencias, divergencias, inferencias entre la posición de cada 
entrevistado, conjuntos discrepantes y coincidentes. El resultado de las 
respuestas analizadas serán planteadas de modo narrativo al final de la Matriz 
de Triangulación, en los cuadros solo se colocará el número asignado a la 
respuesta. 
 
Análisis crítico y sistémico del resultado obtenido de la técnica de la 
entrevista 
Todos los entrevistados coinciden en señalar la importancia del principio de 
presunción de inocencia, incluso lo conocen teóricamente de modo adecuado, 
saben de qué modo está legislado y saben de está amparado por la Ley. Sin 
embargo, ello se condice cuando en la práctica sus resoluciones y decisiones 
no están ajustadas a dicho Principio. Todos los entrevistados han coincidido en 
señalar que hay que tener cuidado de no violar el principio de presunción de 
inocencia, pues ello además puede alterar todo el  procedimiento acusatorio, 
retrocediendo  al proceso  inquisitivo. 
Todos los jueces y fiscales señalan que aplican de modo adecuado la 
prisión preventiva, dentro del margen de la ley y haciendo los controles legales 
requeridos. Todos señalan, con actitud, defensiva, que las quejas que reciben 
por abuso de esta medida se deben a las prácticas comunes de los abogados 
por retardar las investigaciones y seguir con la defensa de sus patrocinados. 
Ellos respetan la actuación de los abogados pero señalan que deben ajustarse 




La versión de los abogados es distinta a la de los jueces, ellos señalan que 
los jueces hacen abuso de la medida cautelar y solicitan que esta actitud 
carcelera de los jueces cambie. 
Para los Procuradores y Fiscales, dice que no se viola los derechos 
fundamentales ni el principio de presunción de inocencia, según la  encuesta  
dicen que ellos cumplen de acuerdo a las Normas Procesales Penales, 
además se ha dado vinculantes para poder llenar algunos vacíos que  todavía  
hay.  
Para los abogados, encontraron, violación al principio de presunción de  
inocencia en los casos de Flagrancia, tal como se ha podido observar en  
algunos casos que se ha dado a conocer a la opinión pública. 
Los abogados litigantes, señalan que aún hay vacíos que no cubre aun los  
plenarios, aún se está vulnerando el principio de presunción de inocencia y  
esto es peligroso, ya que estamos en  un  proceso acusatorio no  inquisitivo. 
Los jueces en general señalan que su despacho no cuenta con la 
infraestructura y logística necesaria y adecuad para cumplir con los 
procedimientos requeridos propios de su función jurisdiccional. Ellos señalan 
que los presupuestos del Poder Judicial son limitados para cuestiones 
logísticas. En muchos casos tienen ellos mismos que asumir gastos de su 
despacho. Por ejemplo para comprar papel, pagar a practicantes, comprar 
muebles, impresora, etc. Esta situación revela las carencias y limitaciones con 
las que trabaja y que el Poder Judicial deberá corregir puesto todo esto afecta 
a los investigados. Los abogados corroboraron esta situación. Ellos observan 
que el Poder Judicial carece de lo suficiente logística y personal. Ellos 
observan que los expedientes los tienen en el piso y de modo precario y 
descuidado, existe desorden en el despacho judicial debido a la falta de 
estantes.  
Los jueces y fiscales señalaron que los criterios con que aplican  y solicitan 
la prisión preventiva están dentro de los cánones de la ley y los principios del 
Derecho Procesal. Ellos no comprenden por qué el público y los medios de 
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comunicación alteran la realidad y los acusan de ser arbitrarios o abusivos en 
esta medida.  
Los Fiscales, y los procuradores, señalan que la prisión preventiva es una 
forma de acabar con la delincuencia, para que así, halla un proceso justo, sin 
obstaculizar, como  hubo en algunos  casos de que, el  Fiscal pide Prisión 
Preventiva.  Sin embargo, cuestionan el hecho de que los jueces dejan libre al 
imputado, porque para algunos jueces dicen que los  plenarios  no se ajustan 
aun para llenar esos vacíos, es por ello que los dejan en  libertad, o también 
porque algunos jueces los liberan porque  dicen que vulnera la  presunción de  
inocencia  
Algunos jueces no están de acuerdo con el pedido  del  fiscal, es por ello 
de que  si piden apelación de prisión preventiva  lo aceptan, porque la 
evaluación que hace el fiscal es en algunos casos deficientes especialmente 
en  flagrancia. 
Ante la pregunta de si aplican o conocen la doctrina y la jurisprudencia 
sobre prisión preventiva, tuvieron los jueces y fiscales respuestas disímiles y 
hasta contradictorias. Ello evidencia que los jueces solamente se avocan al 
Código Procesal y a la ley y su conocimiento teórico resulta escaso y militado. 
En algunos casos de molestaron por este tipo de preguntas porque sentían 
que les estaban evaluando. Por su lado, los abogados sí demostraron más 
conocimiento y manejo de los aspectos teóricos y doctrinarios.  
Los jueces y fiscales, señalaron, como se adelantó anteriormente que 
suelen tener quejas por las medidas que dictan. Ellos lo asumen como gajes 
del oficio y que los afrontan presentando sus descargos respectivos. Señalan 
que en muy pocos casos son pasibles de sanción. Ellos defienden su 
actuación y manifiestan que hacer justicia implica muchas incomprensiones, 
limitaciones e ingratitudes, pero lo asumen como parte de su labor.  
Los abogados que litigan, dicen que se debe  observar  la  prisión 
preventiva especialmente en los Procesos Especiales, ya que se ha cometido 
errores y abusos. 
62 
 
Para los abogados litigantes existen fiscales que violan el principio de 
presunción de inocencia, debido a la deficiencia evaluación que hace al  
inculpado, o porque  se  siente  presionado  por  el  periodismo, haciendo de 
que  haga de forma deficiente la evaluación de los hechos. 
Para los abogados resulta corto el tiempo para adjuntar las pruebas y ser 
así  un proceso  justo ya que la prisión preventiva se realiza en una sola 
audiencia y en un  corto tiempo es por ello que no da lugar hacer una buena 
defensa ya  qué  el  tiempo es corto para poder recolectar las pruebas. Hay 
que  tener mucho  cuidado, porque esto puede  acarrear una injusticia. 
La mayoría de los jueces y fiscales señalan que conocen los alcances de 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Incluso dice que asisten a cursos 
que dictan los miembros del Tribunal Constitucional. Aunque reconocieron 
también que, les es difícil asumir un enfoque constitucional a los casos y que 
se ven obligados a ajustarse al Código Procesal Penal.   
En cuanto a la aplicación de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
manifestaron que se les es complicado porque cada caso es distinto y que no 
se pueden sentir aprisionados siguiendo jurisprudencia que muchas veces no 
tiene que ver con los casos. En conclusión, no siguen ni asumen los alcances 
de la jurisprudencia constitucional.  
Siendo así, tampoco conocen ni asumen los alcances de las 
recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Esta 
instancia supranacional sigue siendo desconocida por los magistrados y 
fiscales, y también por los abogados. Hace falta una mayor cultura y visión 
jurídica internacional.  
Los entrevistados en general coinciden de que debe difundirse los 
alcances de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos a los operadores de justicia y a los  abogados, para que no se esté 
dando un mal uso de la prisión preventiva, si no que se  cumpla con sus 




Como conclusión de las entrevistas realizadas se puede señalar que: 
Los jueces, abogados y fiscales conocen poco o muy poco de los alcances 
de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos sobre prisión preventiva, presunción de inocencia y 
derecho a  la libertad.  
Los jueces son los que más dominan sobre conocimientos teóricos y 
doctrinales sobre la prisión preventiva y presunción de inocencia.  
Los jueces y fiscales tienden a estar a la defensiva ante las preguntas que 
puedan cuestionar o saber más de su función.  
Los abogados discrepan y critican casi de modo generalizado la labor de 
los fiscales y de los jueces.  
Todos los entrevistados coinciden en advertir que aun en el Perú no se 
cumple plenamente la ley y los derechos fundamentales.  
Todos los entrevistados colaboraron con la técnica aplicada y manifestaron 
la importancia de esta investigación, incluso solicitaron que se le haga entrega 
los resultados de la misma, luego de sustentarla. Señalan que investigaciones 
y tesis sobre estos aspectos ayudan a mejorar y profundizar en estos temas 












Resultados del análisis de la legislación  
Tabla 8 





La Carta Magna ha reconocido a la presunción de inocencia como un derecho fundamental, al 
contemplarla en su artículo 2, al señalar los derechos de toda personas en su inciso 24 nos 
menciona el derecho a la libertad y seguridad personales y como consecuencias de ello señala 










por la Corte 
Suprema 
La Circular señala que sus estructuras tienden a asumir planes, enfoques y métodos para 
favorecer la fuga de sus pares y para contribuir en la obstaculización probatoria (amenaza, 
compra, muerte de testigos, etcétera). Ante esto al Juez le corresponde evaluar esta tipología 
como un criterio importante en el ámbito del procesamiento de la criminalidad violenta. Es decir, 
si bien no es una regla general ni obligatoria, es posible señalar que en muchos supuestos la 
gravedad de la pena y la pertenencia a una organización delictiva o banda delincuencial es 
suficiente para la aplicación de la medida cautelar que priva la libertad, por el hecho que la 
práctica evidencia que son recurrentes los casos en los que estos imputados se sustraen a la 
acción de la justicia durante años, apoyados en la organización que los arropa. Si bien es 
comprensible la posición de esta Circular del Poder Judicial, consideramos que se han excedido 








El Perú está obligado a cumplir dicha Convención ya que ha sido ratificada por el Estado peruano 
y se refiere al deber del Estado de establecer y promover la aplicación de otras medidas 
cautelares distintas de la detención preventiva, lo que implica que los jueces tienen el deber de 
considerar la aplicación de tales medidas, y en su caso explicar por qué éstas no serían 
suficientes para mitigar los posibles riesgos procesales. Se plantea además que la aplicación de 
las medidas cautelares no privativas de la libertad no vulnera los derechos de las víctimas ni 
mucho menos es sinónimo de impunidad; y que por el contrario, su desarrollo y mayor utilización 
constituye un elemento importante para la modernización de la administración de justicia y para 











Se abordan aquellos derechos diferenciados que tienen las personas en prisión preventiva frente 
al resto de la población penal. En primer lugar, el de permanecer separados de los reos 
condenados y de recibir un tratamiento acorde con el derecho a la presunción de inocencia. En 
este sentido se desarrollan algunos de los principales aspectos que deben caracterizar las 
condiciones en las que se mantiene a las personas detenidas durante el proceso, especialmente 
aquellos relacionados con la garantía del derecho a defensa, el contacto familiar, el ejercicio del 
derecho al sufragio y la aplicación de medidas disciplinarias. En esta sección también se analizan 
los efectos que produce la prisión preventiva en los sistema penitenciarios, principalmente al 
contribuir al incremento de la población reclusa, y se reitera que la sola construcción de 
establecimientos penitenciarios no es una solución idónea ni sostenible a este problema. Pues 







Establece también un orden jurídico según el cual “nadie puede ser sometido a detención o 
encarcelamiento arbitrario” (artículo 7.3); y, toda persona tendrá derecho a ser juzgada dentro de 
un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su 
libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio 
(artículo 7.5). Igualmente, la Declaración Americana dispone que todo individuo que haya sido 
privado de su libertad tiene derecho a ser juzgado sin dilación injustificada o, de lo contrario, a 
ser puesto en libertad (Art. XXV). Es decir, el estar en libertad mientras dure el proceso penal, es 
un derecho del acusado, y como tal sólo puede ser restringido de manera excepcional y con 
estricto apego a las normas establecidas en los instrumentos internacionales que lo establecen. 
No se trata pues de una prerrogativa o un beneficio, sino de un derecho establecido para 
proteger bienes jurídicos tan fundamentales como la libertad, e incluso, la integridad personal. 
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Esta normativa internacional sigue siendo desconocida por los magistrados 
y fiscales de la Corte Superior de Lima Norte. El Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, del cual el Perú forma parte, ha formulado los siguientes 
estándares respecto a la prisión preventiva y el respeto al derecho a la libertad:  
        Estándares de la prisión preventiva 
        Tabla 9   
N° Estándar 
1 La detención preventiva debe ser la excepción y no la regla 
2 los fines legítimos y permisibles de la detención preventiva deben tener 
carácter procesal, tales como evitar el peligro de fuga o la 
obstaculización del proceso 
3 La existencia de indicios de responsabilidad no constituye razón 
suficiente para decretar la detención preventiva de una persona 
4 Aun existiendo fines procesales, se requiere que la detención preventiva 
sea absolutamente necesaria y proporcional, en el sentido de que no 
existan otros medios menos gravosos para lograr el fin procesal que se 
persigue y que no se afecte desproporcionadamente la libertad personal 
5 Todos los aspectos anteriores requieren una motivación individualizada 
que no puede tener como sustento presunciones 
6 La detención preventiva debe decretarse por el tiempo estrictamente 
necesario para cumplir el fin procesal, lo que implica una revisión 
periódica de los elementos que dieron lugar a su procedencia 
7 El mantenimiento de la detención preventiva por un plazo irrazonable 
equivale a adelantar la pena 
8 En el caso de niños, niñas y adolescentes los criterios de procedencia 
de la detención preventiva deben aplicarse con mayor rigurosidad, 
procurándose un mayor uso de otras medidas cautelares o el 
juzgamiento en libertad; y cuando sea procedente deberá aplicarse 
durante el plazo más breve posible 
 
Desde esta investigación se ha constatado que el Poder Judicial y el 
Estado peruano en general no cumple con dichos estándares, siendo el 
perjudicado el justiciable, es decir, el lado más débil. Se considera que estos 
estándares son válidos para ser aplicados por los jueces y fiscales de Lima 
Norte y además deben estar comprendidos en el Protocolo que más adelante 
formularemos como propuesta de mejora para la problemática estudiada.  
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Desde esta investigación se ha constatado también que el Poder Judicial 
de Lima Norte incumple con los Principios y Buenas Prácticas para las 
Personas Privadas de Libertad, el cual está obligado a cumplir, se trata del 
siguiente Principio: La privación preventiva de la libertad, como medida 
cautelar y no punitiva, deberá además obedecer a los principios de legalidad, 
presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, en la medida 
estrictamente necesaria en una sociedad democrática, que sólo podrá 
proceder de acuerdo con los límites estrictamente necesarios para asegurar 
que no se impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni se eludirá la 
acción de la justicia, siempre que la autoridad competente fundamente y 
acredite la existencia, en el caso concreto, de los referidos requisitos (Principio 
III.2). Es por ello que se considera que el Poder Judicial debe empezar un 
proceso de reingeniería tanto en lo jurisdiccional como en la gestión y la 
administración, la cual deberá comprender como eje transversal la formación y 








































En esta parte final, se confrontarán las diversas posiciones de las fuentes 
consultadas: legislación, autores, doctrina, jurisprudencia, de tal modo que la 
investigación sea corroborada definitivamente, a partir de las Categorías 
utilizadas que en nuestro caso son: el derecho a la presunción de inocencia, la 
prisión preventiva y como Sub categorías: Corte Superior de Lima Norte.  
Respecto a la discusión sobre la Categoría de la prisión preventiva, de 
acuerdo Cubas citando  a Roxin  señala, desde una perspectiva de Estado de 
Derecho, que con la prisión preventiva se impone  una privación de la  libertad 
en razón de una sospecha no probada, tanto de lo que se refiere el hecho  
punible cometido como el hecho de que se espera. Asimismo, resulta  
perjudicial  desde  el  punto de vista político criminal porque bajo condiciones 
de ejecución vuelve  introducir por la puerta trasera las penas privativas de la 
libertad de corta duración   enemigas de la resocialización. Roxin coincide con 
los resultados obtenidos en las entrevistas y el análisis de la fuente 
documental, sobre todo en el desarrollo doctrinal y teórico. No por nada, Roxin 
sigue siendo un paradigma en el Derecho Penal.  
Todos los autores estudiados (Quispe, Sánchez, Cubas, Del Río) para esta 
investigación coinciden en señalar que se debe realizar un control obligatorio 
de la prisión preventiva y su caducidad para que no afecte el derecho a la 
libertad y la presunción de inocencia y así los administradores de justicia 
otorgarán de manera inmediata un procedimiento penal ágil y justo para todos 
los procesados. Se debe tomar en cuenta los Convenios Internacionales, todos 
los derechos y principios establecidos en la Constitución y evitar que el Estado 
sea condenado a pagar indemnizaciones millonarias por irrespetar garantías 
fundamentales referentes a la prisión preventiva. Por tanto los resultados del 
análisis de la fuente documental y de la doctrina especializada han sido 
corroboradas en la discusión planteada en la investigación.  
Tan es así que la Comisión Interamericana considera que el uso excesivo 
de la prisión preventiva es contrario a la esencia misma del Estado 
democrático de derecho, y que la instrumentalización en los hechos del uso de 
esta medida como una forma de justicia expedita de la que eventualmente 
resulta una suerte de pena anticipada, es abiertamente contraria al régimen 
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establecido por la Convención y la Declaración Americanas, y a los principios 
que inspiran a la Carta de la Organización de los Estados Americanos. Por otro 
lado, el uso de la detención preventiva es un factor importante de la calidad de 
la administración de justicia, y por lo tanto, directamente relacionado con la 
democracia. Se considera fundamental e innovador el aporte del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos (tanto de la Comisión, la Corte y los 
instrumentos jurídicos internacionales que la sustentan) en esta discusión, con 
la cual se coincide plenamente.  
De los resultados obtenidos del análisis de los Informes de la Comisión 
Interamericana, se advierte que la naturaleza excepcional de la aplicación de la 
prisión preventiva, de acuerdo con criterios de necesidad y proporcionalidad, 
es un elemento que necesariamente debe estar presente en toda política 
criminal que tome en consideración los estándares del Sistema Interamericano. 
En esta postura también convergen Del Río, Quispe, Meini y Loza, además de 
los entrevistados y de la investigadora.  
De otro lado pero de modo convergente Garzón advierte que asignar otros 
fines a la prisión preventiva, como se hace en la práctica, significa dislocar el 
sistema penal y convertir a esta medida cautelar en una práctica punitiva y de 
control social. Para este autor debe quedar claro que la prisión preventiva se 
constituye en una medida excepcional, a la que hay que acudir como último 
recurso, de acuerdo con la norma que la regula y la doctrina jurisprudencial 
tanto nacional como internacional. Todos los autores estudiados en esta 
investigación coinciden en este aspecto. La postura de esta investigación 
también es coincidente con ello.  
Respecto a la Discusión sobre la Categoría de presunción de inocencia, 
del resultado del análisis de los informes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos se ha advertido que a pesar de la existencia de normas 
internacionales vinculantes, derivadas del derecho internacional de los 
Tratados, que son claras en reconocer el derecho a la presunción de inocencia 
y la excepcionalidad de la detención preventiva; del amplio reconocimiento de 
estos derechos a nivel constitucional en la región; y del compromiso político 
expresado al más alto nivel por los Estados desde hace veinte años en el 
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marco, de las Cumbres de las Américas, en el cual los gobiernos se 
comprometieron a adoptar las medidas necesarias para remediar las 
condiciones infrahumanas en las cárceles y reducir al mínimo el número de 
detenidos en espera de juicio. Está demostrado que los Estado, entre ellos el 
peruano, incumplen las normas internacionales. Por tanto queda corroborada 
también la hipótesis relacionada a esta categoría.  
Se coincide con Meini y Melgarejo cuando plantean que debe existir una 
mayor preocupación por parte del Estado en general, pero del Poder 
Legislativo en particular para desarrollar de manera más amplia, la presunción 
de inocencia en el proceso penal, porque aún siguen existiendo vacíos y 
deficiencias, respecto al daño proveniente del delito. Dado que esta 
investigación estuvo limitada y abocada a la presunción de inocencia y prisión 
preventiva, se considera que las consecuencias social, jurídicas y políticas que 
esto conlleva puede ser materia para futuras investigaciones.  
También se coincide con Tejero, Melgarejo y Meini cuando señalan que la 
detención judicial preventiva, detención provisional o prisión preventiva debe 
considerarse siempre como una medida de naturaleza cautelar, de ultima ratio, 
e incluso de extrema ratio, consiste en la privación temporal o provisional de la 
libertad personal del imputado, con la finalidad de garantizar el efectivo 
desarrollo del proceso penal, evitando que el procesado se sustraiga de la 
acción de la justicia y asegurando la ejecución penal. Ha sido amplia la 
discusión que ha generado y sigue generando este aspecto puesto que es 
precisamente en el modo en que se aplica la prisión preventiva en donde se 
identifican sus deficiencias y excesos.  
Se ha evidenciado que en Lima Norte  la medida restrictiva de la prisión  
preventiva, afecta el principio de presunción de inocencia, lo cual conlleva a 
generar debates y foros públicos en la que intervengan los operadores de 
justicia a fin de enfrentar esta problemática. Esta es  la discusión en la cual se 
quiere fundamentar la legalidad de la detención preventiva, pero lo que 
realmente existe, es el temor a la inseguridad que genera la  criminalidad para 
la sociedad, convirtiéndolo en una respuesta del sistema penal frente a la 
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potencialidad delictiva del imputado, colocando al imputado en una situación 
de culpabilidad. 
La investigación también ha recreado un debate entre los juristas de que 
están de acuerdo con la aplicación de la prisión preventiva como una medida 
cautelar y por otro que se trata de una solución al problema social, ello a costa 
de vulnerar el principio de la  presunción de  inocencia. 
Hoy en día se puede apreciar las deficiencias que se suscitan en  esta  
medida cautelar, en los  casos de flagrancia, porque por  lo  mismo de ser un 
proceso especial y regido por el  Decreto Legislativo 1194, no hay el tiempo 
para poder presentar las pruebas y se tiene que regir en un proceso  
inmediato, vulnerando el  principio de presunción de inocencia. 
Siendo afectado, el  imputado ya que no tendría  una verdadera defensa. 
Luego está en discusión también si los Plenarios de la Corte Suprema del 
Poder Judicial son efectivos en su aplicación  en los casos de la prisión 
preventiva, para evitar vulnerar los principios fundamentales  y  derechos 
Personales. Ello se discute porque desde esta investigación se ha corroborado 
que en la Corte Superior de Lima Norte se ha vulnerado, en varios casos el 
principio de presunción de inocencia, es por ello  que esta investigación, 
plantea una solución en parte estos vacíos que aún tiene la  prisión preventiva 
y tratar de que sea una medida cautelar que no vulnere la presunción de 
inocencia, para que  así sea  justa. El valor de la justicia nunca debe ser 





































Primera: Desde esta investigación se concluye que los jueces de la Corte 
Superior de Lima Norte aplicaron la prisión preventiva de modo inadecuado, 
apresurado y sin sustento sólido lo que ha transgredido el principio de 
presunción de inocencia de los procesados. De este modo el Poder Judicial 
queda ante los justiciables como injusto, arbitrario y abusivo. Eso debe de 
cambiar. 
Segunda: Asimismo, se ha corroborado que los jueces de la Corte Superior de 
Lima Norte que ordenaron la prisión preventiva de los procesados se basaron 
en criterios subjetivos y arbitrarios los que transgredieron el principio de 
presunción de inocencia de los procesados. Ello implica que dicho jueces 
dejan de lado los principios y normas garantistas de los derechos 
fundamentales. Ante ello surge la necesidad de analizar más a fondo las 
causas de esa conducta judicial.  
Tercera: Desde esta investigación se valora el rol del Tribunal Constitucional 
que a través de sus resoluciones y jurisprudencia deja sentado su deber de 
garantizar los derechos constitucionales. Así entonces se concluye que el 
Tribunal respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los 
jueces contiene criterios constitucionales que aseguran y salvaguardan los 
derechos del procesado. Sin embargo, se concluye que los jueces 
especializados están lejos aún de asumir lo que se denomina como la 
constitucionalización del Derecho Penal. Al parecer quienes aplican el Derecho 
Penal han perdido el sentido y la finalidad de este.  
Cuarta: Se ha constatado que el Poder Judicial incumple con las 
recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto 
a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto al debido proceso, lo que 
resulta una falta grave ya que el Perú forma parte del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos y está obligado a acatar las recomendaciones de la 
Corte. Los operadores de justicia, jueces y fiscales, sobre todo, están al 
margen del desarrollo constitucional y jurídico que el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos plantea a partir de la Comisión y de la Corte. 
Quinta: La prisión preventiva aun cuando se debería aplicar por parte de los 
jueces de manera excepcional y estrictamente necesaria a los fines del 
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proceso,  se usa de modo indiscriminado y vulneratorio de los derechos y 
garantías consagrado en las normas nacionales e internacionales. Esta 
situación amerita continuar estudiando los factores y causas de esa conducta 
judicial tan arraigada, pues todo indica que el sistema y el paradigma inquisidor 
sigue vivo en la mentalidad y en la práctica judicial. Se vive aún arraigados a 
una mentalidad inquisidora. 
Sexta: Se lamenta comprobar que aún hoy en día persisten prácticas 
represoras, que siguen usando o abusando de la prisión preventiva vulnerando 
el principio de excepcionalidad, de proporcionalidad y de plazo razonable 
dejando en jaque su legitimidad y efectividad; convirtiéndose en una verdadera 
pena anticipada, ocasionando miles de personas presas sin condena. Esto, sin 















































Primera: Se considera que el Poder Judicial y todos los operadores de justicia 
deben promover un debate profundo, franco y abierto que vincule a los 
operadores del Derecho con el fin de conocer a cabalidad los presupuestos 
que informan las medidas cautelares así como su carácter excepcional en aras 
de un uso adecuado de las mismas. En ese sentido, se considera plantear la 
elaboración de un Protocolo de aplicación de la prisión preventiva, la misma 
que debe estar enmarcada en los valores jurídicos y constitucionales que haga 
primar el valor de la libertad, la vida y la integridad de las personas. Este 
Protocolo debe ser parte de un proceso permanente de formación, 
capacitación y empoderamiento de los operadores de justicia de la legislación, 
doctrina y jurisprudencia emitida por el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Se cree que con este Protocolo y su adecuada implementación 
mejorará la problemática que vive día a día el imputado y toda persona que 
cae inmersa en alguna situación conflictiva con la administración de justicia.  
Segunda: También se plantea que el Congreso de la República debe 
armonizar la normativa existente en la República se impone hoy día, en aras 
de garantizar el bien más preciado que tiene la persona después de la vida, la  
libertad. Los legisladores deben responder al espíritu de la Constitución y de 
los derechos humanos, y no a coyunturas populistas que le hagan caer en un 
populismo del Derecho Penal.  
Tercera: El Tribunal Constitucional deberá asumir un rol más protagónico y 
educativo a nivel nacional y para ello deberá implementar un programa de 
capacitación y formación a los estudiantes y auxiliares de justicia a fin de  que 
conozcan y asuman una perspectiva constitucional y del orden institucional y 
democrático. Se requiere operadores de justicia que asuman un enfoque de 
derechos humanos y humanistas, eso requiere formación profunda y continúa. 
En ese sentido, se considera que el tribunal Constitucional debe seguir siendo 
el baluarte de la doctrina jurisprudencial en el respeto de los derechos 
humanos y en el espíritu de la Carta Magna.  
Cuarta: El Poder Judicial deberá capacitar permanentemente a los jueces y 
auxiliares sobre la normativa nacional e internacional así como en la 
jurisprudencia del tribunal Constitucional sobre derechos humanos y garantías 
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constitucionales, a fin de evitar que las resoluciones judiciales dejen de lado 
los principios y valores del Derecho y de la dignidad humana. Ello supone que 
el Poder Judicial cuenta con más presupuesto y mejor manejo administrativo y 
de gestión que le permita llevar una administración de los recursos de modo 
optimo, eficiente y eficaz. Para una mejora de la administración de justicia se 
requiere por tanto, una mejora de su gestión.  
Quinta: El Poder Judicial deberá realizar un estudio de la legislación 
comparada, tomando en cuenta análisis ofrecidos por importantes 
procesalistas estudiosos del tema, a fin de identificar aquellos elementos que 
puedan ser de utilidad para mejorar la legislación penal actual en lo referente a 
la imposición de la prisión preventiva. Es decir, el Poder Judicial, debe contar 
con un mecanismo que le permita sistematizar y actualizar permanentemente 
su data sobre legislación, doctrina y jurisprudencia, a fin de que esta se 
constituya en una herramienta útil para los operadores de justicia, quienes 
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 Anexo N° 1 
MATRIZ  DE  CONSISTENCIA 
TITULO: La medida restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la presunción de inocencia de los procesados en el 
Distrito Judicial de Lima Norte, periodo 2017 
 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS CATEGORÍAS, SUBCATEGORÍAS 
Problema general 
¿De qué manera los jueces de 
la Corte Superior de Lima Norte 
aplicaron durante el 2016 la 
prisión preventiva en el marco 
del principio de presunción de 
inocencia de los procesados? 
Problemas específicos 
a) ¿Cuáles son los criterios 
de los jueces de la Corte 
Superior de Lima Norte en la 
que basaron la orden de prisión 
preventiva en el marco del 
principio de presunción de 
inocencia de los procesados? 
b) ¿Cuáles son los 
alcances jurídicos de la 
jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional respecto a la 
aplicación de la prisión 
preventiva que ordenan los 
jueces? 
c) ¿De qué manera el 
Poder Judicial está cumpliendo 
con las recomendaciones de la 
Corte Interamericana de 
Derechos Humanos respecto a 
la aplicación de la prisión 
preventiva y el respeto al 
debido proceso? 
Objetivo general 
Determinar la manera en que los 
jueces de la Corte Superior de 
Lima Norte aplican la prisión 
preventiva en el marco del principio 
de presunción de inocencia de los 
procesados 
Objetivos específicos 
a) Identificar los criterios en la 
que se basaron los jueces de 
la Corte Superior de Lima 
Norte para ordenar la prisión 
preventiva en el marco del 
principio de presunción de 
inocencia de los procesados 
b) Analizar los alcances jurídicos 
de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional 
respecto a la aplicación de la 
prisión preventiva que ordenan 
los jueces. 
c) Corroborar la manera en que 
el Poder Judicial está 
cumpliendo con las 
recomendaciones de la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos respecto a la 
aplicación de la prisión 
preventiva y el respeto al 
debido proceso. 
Hipótesis general 
Los jueces de la Corte Superior de Lima 
Norte aplicaron durante el 2016 la prisión 
preventiva de modo inadecuado, 
apresurado y sin sustento sólido lo que ha 
transgredido el principio de presunción de 
inocencia de los procesados. 
Hipótesis específicos 
a) Los jueces de la Corte Superior de 
Lima Norte que ordenaron la prisión 
preventiva de los procesados se basaron 
en criterios subjetivos y arbitrarios los que 
transgredieron el principio de presunción 
de inocencia de los procesados. 
b) La jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional respecto a la aplicación de 
la prisión preventiva que ordenan los 
jueces contiene criterios constitucionales 
que aseguran y salvaguardan los 
derechos del procesado. 
c) El Poder Judicial incumple con las 
recomendaciones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
respecto a la aplicación de la prisión 
preventiva y el respeto al debido proceso, 
lo que resulta una falta grave ya que el 
Perú forma parte del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y 
está obligado a acatar las 
recomendaciones de la Corte. 
Categoría 1: Prisión preventiva 
Dimensiones Sub Categorías 
Nuevo Código procesal 
penal 
Actos de investigación y el 
juzgamiento del procesado 
Órganos administrativos Investigación del delito 
Órganos jurisdiccionales Investigación del delito 
Categoría 2: Presunción de inocencia. 
Dimensiones Sub Categorías 
Libertades personales Culpabilidad 
Constitucionales Garantías 
Tratados internacionales Resoluciones 
 
Metodología:  
1) Enfoque: Cualitativo. 
2) Tipo de estudio: Básico. 
3) Diseño: No experimental.  
4) Técnicas de recolección de datos: entrevistas, 
análisis de fuente documenta, análisis de 
legislación.  
5) El método de análisis de datos cualitativos consiste 
en la recolección de  información estos pueden ser 
narraciones de los participantes, (visual, auditiva), 
textos escritos  (documentos, cartas, etc.), 
entrevistas (respuestas orales, gestos), para luego 
describirlos, comprender, interpretar, explicar y 
finalmente encontrar sentido a los datos en el 







Matriz de Triangulación 
Título: La medida restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la presunción de inocencia de los procesados en el Distrito Judicial de Lima Norte, periodo 2017 
Problema general 
¿De qué manera los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplicaron durante el 2016 la prisión preventiva en el marco del principio de presunción de inocencia de los procesados? 
Problemas específicos 
a) ¿Cuáles son los criterios de los jueces de la Corte Superior de Lima Norte en la que basaron la orden de prisión preventiva en el marco del principio de presunción de inocencia de los procesados? 
b) ¿Cuáles son los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces? 
c)¿De qué manera el Poder Judicial está cumpliendo con las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto al debido proceso? 
Objetivo general 
Determinar la manera en que los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplican la prisión preventiva en el marco del principio de presunción de inocencia de los procesados 
Objetivos específicos 
a) Identificar los criterios en la que se basaron los jueces de la Corte Superior de Lima Norte para ordenar la prisión preventiva en el marco del principio de presunción de inocencia de los procesados 
b) Analizar los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces. 
c) Corroborar la manera en que el Poder Judicial está cumpliendo con las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto 
al debido proceso. 
Técnicas: Entrevista y Análisis sistemático de las entrevistas por Categorías 
Instrumento aplicado: Guía de entrevista 
 
Fuentes de información Entrevistado/Código de entrevistado 
A B C D E F G H I J K 
Categoría: Presunción de inocencia. 
Sub Categoría: Principio, garantía y derecho 
Preguntas  
¿En qué consiste el principio de presunción de inocencia de los procesados? 
1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 
Categoría: Prisión preventiva. 
Sub Categoría: Medida judicial excepcional. 
Preguntas  
Según su opinión ¿de qué manera su despacho aplica la prisión preventiva en el marco del principio de presunción de inocencia de los 
procesados? 
2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 
¿Cuáles son las ventajas, limitaciones, fortalezas y desventajas con las que cuenta su despacho para aplicar la prisión preventiva en el 
marco del principio de presunción de inocencia de los procesados? 
3 3 3 3 3 3 3 3 3 3 3 
¿Cuáles son los criterios en las que se basa su despacho para ordenar la prisión preventiva en el marco del principio de presunción de 
inocencia de los procesados? 
4 4 4 4 4 4 4 4 4 4 4 
¿De qué manera toma en cuenta la doctrina y jurisprudencia nacional e internacional  al momento de ordenar la prisión preventiva en el 
marco del principio de presunción de inocencia de los procesados? 
5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 
¿Ha tenido quejas de los justiciables y/o abogados por el modo cómo ha procedido cuando ha ordenado la prisión preventiva de los 
procesados? ¿cuál fue el resultado de dichas quejas? 
6 6 6 6 6 6 6 6 6 6 6 
¿Conoce los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan 
los jueces? ¿cuáles son estos? 
7 7 7 7 7 7 7 7 7 7 7 
¿De qué manera su despacho considera y aplica los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la 
aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces? 
8 8 8 8 8 8 8 8 8 8 8 
¿Conoces las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el 
respeto al debido proceso? ¿Cuáles son estas? 
9 9 9 9 9 9 9 9 9 9 9 
¿De qué manera su despacho está cumpliendo con las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la 
aplicación de la prisión preventiva y el respeto al debido proceso? 
           







GUÍA DE ENTREVISTA 
Dirigido a jueces de la Corte Superior de Lima Norte 
 
TÍTULO: La medida restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la 
presunción de inocencia de los procesados en el Distrito Judicial de Lima 


































Determinar la manera en que los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplicaron la prisión 






2. Según su opinión ¿de qué manera su despacho aplica la prisión preventiva en 














3. ¿Cuáles son las ventajas, limitaciones, fortalezas y desventajas con las que 
cuenta su despacho para aplicar la prisión preventiva en el marco del principio 





























4. ¿Cuáles son los criterios en las que se basa su despacho para ordenar la 










5. ¿De qué manera toma en cuenta la doctrina y jurisprudencia nacional e 
internacional  al momento de ordenar la prisión preventiva en el marco del 













Identificar los criterios en la que se basaron los jueces de la Corte Superior de Lima Norte 






6. ¿Ha tenido quejas de los justiciables y7o abogados por el modo cómo ha 
procedido cuando ha ordenado la prisión preventiva de los procesados? ¿cuál 













7. ¿Conoce los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces? 







8. ¿De qué manera su despacho considera y aplica los alcances jurídicos de la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de la prisión 








Analizar los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la 










9. ¿Conoces las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto al 






10. ¿De qué manera su despacho está cumpliendo con las recomendaciones de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la 








11. ¿Algo más que dese agregar / comentarios / sugerencias? 
 










Corroborar la manera en que el Poder Judicial está cumpliendo con las recomendaciones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión 







GUÍA DE ENTREVISTA 
Dirigido a Fiscales de la Corte Superior de Lima Norte 
 
TÍTULO: La medida restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la 
presunción de inocencia de los procesados en el Distrito Judicial de Lima 


































Determinar la manera en que los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplicaron la prisión 






2. Según su opinión ¿de qué manera su despacho solicita la prisión preventiva en 














3. ¿Cuáles son las ventajas, limitaciones, fortalezas y desventajas con las que 
cuenta su despacho para solicitar la prisión preventiva en el marco del principio 





























4. ¿Cuáles son los criterios en las que se basa su despacho para solicitar la 










5. ¿De qué manera toma en cuenta la doctrina y jurisprudencia nacional e 
internacional  al momento de ordenar la prisión preventiva en el marco del 













Identificar los criterios en la que se basaron los jueces de la Corte Superior de Lima Norte 






6. ¿Ha tenido quejas de los justiciables y7o abogados por el modo cómo ha 
procedido cuando ha solicitado la prisión preventiva de los procesados? ¿cuál 












7. ¿Conoce los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces? 







8. ¿De qué manera su despacho considera y aplica los alcances jurídicos de la 










Analizar los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la 











9. ¿Conoces las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto al 






10. ¿De qué manera su despacho está cumpliendo con las recomendaciones de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos cuando solicita la prisión 








11. ¿Algo más que dese agregar / comentarios / sugerencias? 
 









Corroborar la manera en que el Poder Judicial está cumpliendo con las recomendaciones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión 






GUÍA DE ENTREVISTA 
Dirigido a abogados litigantes  
 
TÍTULO: La medida restrictiva de prisión preventiva y su influencia en la 
presunción de inocencia de los procesados en el Distrito Judicial de Lima 


































Determinar la manera en que los jueces de la Corte Superior de Lima Norte aplicaron la prisión 






2. Según su opinión ¿de qué manera los juzgados aplican la prisión preventiva en 














3. ¿Cuáles son las ventajas, limitaciones, fortalezas y desventajas con las que 
cuenta el Poder Judicial para aplicar la prisión preventiva en el marco del 






























4. ¿Cuáles son los criterios en las que se basan los jueces para ordenar la prisión 










5. ¿De qué manera los juzgados toman en cuenta la doctrina y jurisprudencia 
nacional e internacional  al momento de ordenar la prisión preventiva en el 














Identificar los criterios en la que se basaron los jueces de la Corte Superior de Lima Norte 











6. ¿Conoce los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
respecto a la aplicación de la prisión preventiva que ordenan los jueces? 







7. ¿De qué manera los juzgados aplican los alcances jurídicos de la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la aplicación de la prisión 
























Analizar los alcances jurídicos de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto a la 











8. ¿Conoces las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos respecto a la aplicación de la prisión preventiva y el respeto al 






9. ¿De qué manera los juzgados están cumpliendo con las recomendaciones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la 






10. ¿Algo más que dese agregar / comentarios / sugerencias? 
 










Corroborar la manera en que el Poder Judicial está cumpliendo con las recomendaciones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la aplicación de la prisión 









EXP. N.º 1567-2002-HC/TC 
LIMA 
ALEJANDRO RODRÍGUEZ MEDRANO 
 SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
En Lima, a los 5 días del mes de agosto de 2002, reunido el Tribunal Constitucional 
en sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los señores Magistrados 
Aguirre Roca, Presidente; Rey Terry, Vicepresidente; Alva Orlandini, Bardelli 
Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia; con 
el voto singular, adjunto, del Magistrado Aguirre Roca. 
ASUNTO 
Recurso extraordinario interpuesto por don Alejandro Rodríguez Medrano contra la 
sentencia expedida por la Primera Sala Penal Corporativa para Procesos Ordinarios 
con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, a fojas 218, su fecha 
27 de mayo de 2002, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de 
autos. 
ANTECEDENTES 
El recurrente, con fecha 2 de mayo de 2002, interpone acción de hábeas corpus 
contra los Vocales Supremos de la Sala Penal Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, quienes por resolución de fecha 27 de marzo de 2002, 
confirmaron el mandato de detención dictado en su contra, en la instrucción que se 
le sigue por los delitos de concusión, corrupción de funcionarios, tráfico de 
influencias y abuso de autoridad, lo cual, según afirma el accionante, vulnera sus 





inocencia, debido proceso y el principio constitucional de motivación escrita de las 
resoluciones judiciales. 
El recurrente señala, fundamentalmente, que, en su caso, el proceso es irregular por 
considerar que: a) la medida dictada responde a un designio político y al miedo a la 
opinión pública; b) la Fiscal de la Nación presentó la denuncia basándose en el 
artículo 100.° de la Constitución, a pesar de que expresamente acepta que en dos 
de los delitos imputados (concusión y tráfico de influencias) no se advierten los 
elementos objetivos que lo vinculen con la comisión de los delitos imputados; c) la 
recurrida afirma que no se han aportado nuevos elementos de juicio que justifiquen 
la variación de la medida sin tomar en consideración las nuevas declaraciones 
testimoniales de personas que lo desvinculan de la comisión de los ilícitos, y sin 
apreciar que de lo actuado no se advierte la existencia de suficientes elementos 
probatorios que determinen su responsabilidad; d) los emplazados deducen el 
peligro procesal a partir de la gravedad de los hechos imputados, sin ningún 
procedimiento valorativo que le otorgue la posibilidad de ejercer su derecho de 
defensa, y sin considerar que fue pública su voluntad de colaborar con el 
esclarecimiento de los hechos. 
Los emplazados manifiestan que en el presente caso han concurrido los requisitos 
que el artículo 135.° del Código Procesal Penal exige para dictar un mandato de 
detención. Señalan que el referido artículo trata de aspectos que son de única 
competencia del juez penal y no del juez constitucional. Afirman que la suficiencia 
de los elementos de juicio surgidos a partir de los nuevos actos de investigación 
dieron lugar a que se confirmara la detención. Indican que la acción de hábeas 
corpus es improcedente cuando el procesado tiene instrucción abierta, a menos que 
exista un procedimiento irregular, no siendo este el caso. Por último, señalan que el 
recurrente está privado de la libertad en mérito a un auto admisorio de carácter 
penal que está confirmado por la Sala, es decir, que tiene el carácter de cosa 
juzgada. 
El Trigésimo Sexto Juzgado Penal de Lima, a fojas 171, con fecha 8 de mayo de 
2002, declaró improcedente la demanda por considerar que, de acuerdo con el 





un proceso regular, deben resolverse dentro de los mismos, y que los fundamentos 
del accionante son, básicamente, alegatos de no responsabilidad y objeciones de 
carácter probatorio, cuestiones que deben ser dilucidadas en sede penal y no 
constitucional. 
La recurrida confirmó la apelada, por considerar que el mandato de detención ha 
sido dictado en un proceso regular, en el que el accionante ha hecho uso de los 
recursos impugnatorios y demás instrumentos procesales que le franquea la ley 
para garantizar el ejercicio regular e irrestricto del derecho de defensa. Señala que, 
a efectos de que el juez constitucional no invada los ámbitos propios del proceso 
penal, debe tenerse en cuenta que la apreciación judicial de los elementos 
investigatorios y de la prueba, resulta siempre subjetiva, por lo cual el juicio de 
razonabilidad del revisor constitucional, tendiente a establecer si la decisión resulta 
o no regular, debe limitarse al tenor del razonamiento expresado en las resoluciones 
dictadas por el juez penal y su compatibilidad con lo dictado por el artículo 135° del 
Código Procesal Penal, concluyendo que dicha compatibilidad se verifica en el 
presente caso. 
FUNDAMENTOS 
En el presente caso, el accionante cuestiona la validez constitucional de la 
resolución de fecha 27 de marzo de 2002, dictada por los señores Vocales 
Supremos de la Sala Penal Especial de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, quienes confirmaron el mandato de detención dictado en su contra, en el 
proceso que se le sigue por la supuesta comisión de los delitos de concusión, tráfico 
de influencias, corrupción de funcionarios y abuso de autoridad, pues considera que 
dicha resolución vulnera sus derechos a la libertad personal, igualdad ante la ley, 
presunción de inocencia, debido proceso, defensa y motivación escrita de las 
resoluciones judiciales. 
En reiterada jurisprudencia dictada por este Supremo Colegiado, se ha determinado 
que el Tribunal Constitucional no es sede en la que se pueda dictar pronunciamiento 
tendiente a determinar si existe o no responsabilidad penal del inculpado, toda vez 
que ésta es facultad exclusiva de la jurisdicción penal ordinaria. Por tanto, este 





avocarse el conocimiento de cuestiones de orden penal, pues no son de su 
competencia. 
La detención provisional tiene como última finalidad asegurar el éxito del proceso. 
No se trata de una medida punitiva, por lo que, mediante ella, no se adelanta 
opinión respecto a la culpabilidad del imputado en el ilícito que es materia de 
acusación, por cuanto ello implicaría quebrantar el principio constitucional de 
presunción de inocencia. Se trata de una medida cautelar, cuyo objetivo es 
resguardar la eficiencia plena de la labor jurisdiccional. 
No obstante, la prisión provisional constituye también una seria restricción del 
derecho humano a la libertad personal, el mismo que constituye un valor 
fundamental del Estado Constitucional de Derecho, pues, en la defensa de su pleno 
ejercicio, subyace la vigencia de otros derechos fundamentales, y donde se justifica, 
en buena medida, la propia organización constitucional. Por ello, la detención 
provisional no puede constituir la regla general a la cual recurra la judicatura, sino, 
por el contrario, una medida excepcional de carácter subsidiario, razonable y 
proporcional. Así, en la línea de lo sostenido por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, "nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por 
causas y métodos que –aún calificados de legales- puedan reputarse como 
incompatibles con el respeto de los derechos fundamentales del individuo por ser, 
entre otras cosas, irrazonables imprevisibles o faltos de proporcionalidad" (Caso 
Gangaram Panday, párrafo 47, en Sergio García Ramírez, Jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, UNAM, México 2001, pág.117). 
Por ello, la única manera de determinar si la detención judicial preventiva de un 
individuo no responde a una decisión arbitraria del juez, pasa por la observancia de 
determinados elementos objetivos que permitan concluir que, más allá de que 
existan indicios o medios probatorios que vinculan razonablemente al inculpado con 
la comisión del hecho delictivo y más allá del quantum de la eventual pena a 
imponerse, existe peligro de fuga o peligro de entorpecimiento de la actividad 
probatoria. La existencia de estos dos últimos riesgos es lo que en doctrina se 





La existencia o no del peligro procesal debe determinarse a partir del análisis de una 
serie de circunstancias que pueden tener lugar antes o durante el desarrollo del 
proceso y que están ligadas, fundamentalmente, con las actitudes y valores morales 
del procesado, su ocupación, sus bienes, sus vínculos familiares y todo otro factor 
que permita concluir, con un alto grado de objetividad, que la libertad del inculpado, 
previa a la determinación de su eventual responsabilidad, pone en serio riesgo el 
correcto desenvolvimiento de la labor de investigación y la eficacia del proceso. La 
ausencia de un criterio razonable en torno a la perturbación de la investigación 
judicial o a la evasión de la justicia por parte del procesado, terminan convirtiendo el 
dictado de la detención judicial preventiva o, en su caso, su mantenimiento, en 
arbitrarios por no encontrarse razonablemente justificados. 
En el presente caso, existen determinadas circunstancias que permiten concluir 
objetiva y razonablemente que el imputado tiene vocación por obstaculizar la labor 
de investigación en la causa que se le sigue. En efecto, el proceso judicial que se le 
sigue al recurrente tuvo como antecedente inmediato una serie de denuncias 
constitucionales en su contra, las mismas que se ventilaron en el Congreso de la 
República, y que dieron lugar a dos informes de la Subcomisión Investigadora 
encargada de su caso. Del análisis de dichos informes se concluye que el imputado 
muestra una actitud tendiente a obstaculizar la investigación por los delitos de los 
que se le acusa. 
Si bien es cierto que no es obligación del recurrente tener que demostrar su 
inocencia, pues ésta parte de una presunción constitucional que, en todo caso, debe 
ser desvirtuada por la parte acusadora dentro del proceso judicial, también es cierto 
que ello no implica que el acusado tenga derecho a mostrar una actitud reacia al 
esclarecimiento de la causa. Por el contrario, todo procesado está en la obligación 
de colaborar con la justicia cada vez que dicha colaboración sea requerida, en la 
medida en que ello no importe una afectación del derecho constitucional a la no 
autoincriminación. 
Tal como se manifiesta en el Informe de la Subcomisión Investigadora del Congreso 
de la República de la Denuncia Constitucional N.° 11, de fojas 49 a 62, el 





legalidad del encargo otorgado por la Comisión Permanente a la Subcomisión, 
teniendo, en cada oportunidad, que declarar la improcedencia de los pedidos, por 
carecer de base alguna. Del mismo modo, tal como se aprecia en el Informe de la 
Subcomisión Investigadora de la Denuncia Constitucional N.° 88, de fojas 63 a 85, el 
imputado, lejos de brindar argumentos de fondo para su defensa, insistió en 
perturbar el correcto desarrollo de la investigación, pretendiendo obstruirla con 
recurrentes argumentos de forma, señalando que la subcomisión no ha respetado el 
procedimiento establecido en la ley, que no se le ha dado a conocer el contenido de 
una serie de documentos conexos, que no se han adjuntado a las denuncias los 
documentos sustentatorios y deduciendo, en general, una serie de nulidades 
formales. Por último, tampoco se puede perder de vista que el recurrente no se 
presentó a la audiencia que se programó en la investigación que se le siguió en el 
Congreso de la República. 
Es particularmente ilustrativa, la observación que realiza la subcomisión al señalar 
"que el doctor Alejandro Rodríguez Medrano, lejos de presentar argumentos de 
hecho o de derecho que contribuyan a demostrar su posición respecto de las 
imputaciones que le han formulado, se ha limitado mayormente a agredir a los 
miembros de la Subcomisión Investigadora con frases, adjetivos o palabras. Por tal 
motivo, en una de nuestras últimas sesiones, nos hemos visto precisados a testar la 
palabra "cacareando" por exceder todo límite de tolerancia y, asimismo, lo hemos 
requerido para que guarde la debida compostura en sus recursos" (a fojas 70 del 
expediente). 
La Fiscalía Suprema ha tenido en cuenta la actitud del recurrente, dado que en su 
recurso de apelación, a fojas 98, recalca que la conducta del imputado se ha 
orientado a obstaculizar la actividad probatoria durante el proceso seguido ante la 
Subcomisión Investigadora del Congreso, posición que no es ajena tampoco a la 
Sala Penal Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, conforme se 
aprecia en su resolución de fecha 6 de setiembre de 2001, a fojas 99, que revoca el 
mandato de comparecencia, dictando mandato de detención, pues, si bien dicha 
resolución no menciona expresamente los argumentos tendientes a determinar el 





De este modo, a juicio del Tribunal Constitucional, existen una serie de elementos 
objetivos que permiten concluir que el recurrente tiene una actitud tendiente a 
perturbar la actividad probatoria, lo que constituye un argumento razonable y 
proporcional para ordenar una detención provisional que asegure la eficacia del 
proceso penal. 
Sin perjuicio de lo antedicho, el Tribunal Constitucional considera que en la medida 
judicial que restringe la libertad ambulatoria del accionante, subyace una valoración 
judicial de los hechos que son materia del proceso penal y la repercusión de los 
delitos por los cuales se le juzga, no sólo en lo que atañe a la afectación de 
determinados bienes jurídico-penales, sino incluso, y lo que es más grave, a la 
puesta en riesgo de la viabilidad del sistema democrático. Por ello, el Tribunal 
Constitucional estima que la libertad física puede ser objeto de restricciones, y éstas 
no ser arbitrarias, si es que tal medida se presenta como estrictamente necesaria 
para garantizar y asegurar el normal desenvolvimiento de una sociedad 
democrática. 
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le 
confieren la Constitución Política del Estado y su Ley Orgánica, 
FALLA 
REVOCANDO la recurrida, que, confirmando la apelada, declaró improcedente la 
acción de hábeas corpus; y, reformándola, la declara INFUNDADA. Dispone la 
notificación a las partes, su publicación en el diario oficial El Peruano y la devolución 












CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA SALA PENAL 
PERMANENTE 
CASACIÓN N° 626-2013/ MOQUEGUA 
 
Sumilla: Establecen doctrina jurisprudencial sobre la audiencia, motivación y 
elementos (fumus delicti comisi, pena probable, peligro procesal –peligro de fuga–) 
de la medida de prisión preventiva. 
Lima, treinta de junio de dos mil quince. 
VISTOS: En audiencia pública; el recurso de casación para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, en relación con la causal de inobservancia de garantías 
constitucionales de carácter procesal, interpuesto por el representante del Ministerio 
Público de la Primera Fiscalía Superior Penal de Moquegua, contra el auto de vista 
del veintiuno de octubre de dos mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres, 
que por mayoría revocó la resolución del veintiséis de septiembre de dos mil trece, 
que declaró fundado el requerimiento de prisión preventiva contra Marco Antonio 
Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su contra comparecencia con 
restricciones sujeta al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) 
Comparecer quincenalmente al Juzgado de Investigación Preparatoria que previno, 
a efectos de registrar su asistencia e informar de sus actividades. b) No variar su 
domicilio ni salir de la ciudad sin autorización judicial. c) Abstenerse de cercanía a la 
familia   de la víctima y testigos, inclusive la comunicación    telefónica. d) 
Prohibición de frecuentar lugares de expendio de bebidas alcohólicas y drogas. e) 
Obligación de concurrir puntualmente a todas las citaciones que efectúe el Ministerio 
Público en la investigación preparatoria en curso, así como a las que realice el 
órgano jurisdiccional.  f)  Pagar  una  caución  económica de siete mil nuevos soles, 
previa a la excarcelación. Bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de 
revocarse la decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión del 
delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud – homicidio calificado, previsto en el inciso 
tres del artículo ciento ocho del Código Penal, en agravio de Mirian Erika Aucatinco 





Interviene como ponente el señor Juez Supremo José Antonio Neyra Flores. 
ANTECEDENTES: 
Primero. Por disposición  del  veintiséis  de  septiembre de dos mil trece, de fojas 
dos, la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Mariscal Nieto dispone formalizar y 
continuar con la investigación preparatoria contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani 
por la presunta comisión del delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud-homicidio 
calificado, previsto en el inciso tres del artículo ciento ocho del Código Penal, en 
agravio de Mirian Erika Aucatinco López. 
Segundo. Mediante requerimiento del veintiséis de septiembre de dos mil trece, de 
fojas ciento cincuenta y tres, también solicitó se declare fundado su requerimiento 
de prisión preventiva contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani por el plazo de nueve 
meses. 
Tercero. El Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria señaló como fecha 
para audiencia el veintisiete de septiembre de dos mil trece, a las ocho horas. 
Producida y registrada a fojas doscientos veinticuatro, por resolución de fojas 
doscientos veintiséis, resolvió declarar fundada la prisión preventiva por el plazo de 
nueve meses en contra de Marco Antonio Gutiérrez Mamani. 
Cuarto. Apelada y concedido el recurso, se citó a la audiencia de apelación para el 
diecisiete de octubre de dos mil trece, que se registra a fojas doscientos setenta. 
Luego  de producida, se emite la resolución de vista del veintiuno de octubre de dos 
mil trece, obrante a fojas doscientos setenta    y tres, que por mayoría revocó la 
resolución del veintiséis      de septiembre de dos mil trece, que declaró fundado el 
requerimiento de prisión preventiva contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani y 
reformándola: dictaron en su contra comparecencia con restricciones sujeta al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) Comparecer quincenalmente 
al Juzgado de Investigación Preparatoria que previno, a efectos de registrar su 
asistencia e informar de sus actividades. b) No variar su domicilio ni salir de la 
ciudad sin autorización judicial. c) Abstenerse de cercanía a la familia de la víctima y 
testigos, inclusive la comunicación telefónica. d) Prohibición de frecuentar lugares 





puntualmente a todas las citaciones que efectúe el Ministerio Público en la 
investigación preparatoria en curso, así como a las que realice el órgano 
jurisdiccional. f) Pagar una caución económica de siete mil nuevos soles, previa a la 
excarcelación. Bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de revocarse la 
decisión; con lo demás que contiene. 
Quinto. El representante del Ministerio Público interpuso recurso de casación contra 
la resolución de vista –ver fojas trescientos treinta y ocho–, que fue concedido por 
resolución del trece de noviembre de dos mil trece, obrante a fojas trescientos 
cincuenta y uno. 
Sexto. Cumplido el trámite de traslados a los sujetos procesales por el plazo de diez 
días, se emitió la Ejecutoria Suprema de calificación de casación del cinco de 
septiembre de dos mil catorce, que declaró bien concedido el recurso de casación 
para el desarrollo de doctrina jurisprudencial, por    la causal de inobservancia de 
garantías constitucionales de carácter procesal. 
Séptimo. Producida la audiencia de casación, deliberada la causa en secreto y 
votada el mismo día, corresponde pronunciar la presente sentencia casatoria que se 
leerá en audiencia pública –con las partes que asistan–, en concordancia de los 
artículos cuatrocientos treinta y uno, apartado cuatro, y artículo cuatrocientos 
veinticinco, inciso cuatro del Código Procesal Penal, el día catorce de julio de dos 
mil catorce, a horas ocho y cuarenta y cinco de la mañana. 
CONSIDERANDOS: 
1.         Aspectos generales 
Primero. Conforme a la Ejecutoria Suprema del cinco de septiembre de dos mil 
catorce –calificación de casación–, obrante a fojas setenta y siete del cuadernillo 
formado en esta instancia, el motivo de casación admitido está referido al desarrollo 
de doctrina jurisprudencial, por la causal de inobservancia de garantías 
constitucionales de carácter procesal: sobre el tratamiento que debe dársele a los 
artículos doscientos sesenta y ocho y doscientos sesenta y nueve del Código 





diecinueve de agosto de dos mil trece, por la Ley número treinta mil setenta y seis, 
sobre la configuración del peligro procesal, y que se debe considerar para calificar el 
peligro de fuga, además del arraigo en el país del imputado, su comportamiento 
durante el procedimiento u otro anterior, la gravedad de la pena y magnitud del daño 
causado, aspectos que se presentarían en el presente caso. ii) Para la debida 
evaluación y concatenación de los elementos que configuran los presupuestos para 
el dictado de prisión preventiva, a efectos de evitar la arbitrariedad en las decisiones 
judiciales, más si en el presente caso el Colegiado Superior se sustentaría en 
argumentaciones no planteadas por las partes durante la audiencia de apelación de 
prisión preventiva, lo que vulneraría los principios de contradicción e imparcialidad 
judicial. 
Segundo. Se imputa al investigado que: i) Entre las veintiún horas del dieciséis de 
septiembre de dos mil once y las dos horas con veintinueve minutos del diecisiete 
del mismo mes y año, encontrándose la agraviada al interior de un lugar cerrado y 
privado, desnuda, confiada en el agresor, a quien le dio la espalda, es tomada por 
sorpresa por atrás, no dándole tiempo a defenderse y estando premunido el agresor 
de un instrumento punzo cortante, compatible con un cuchillo, procedió a 
seccionarle la arteria externa, vena yugular externa y vena tiroidea superior, 
desgarrando parcialmente la yugular interna. Cortes que fueron ejecutados con gran 
fuerza que lograron la sección completa a nivel de cartílago tiroideo, hasta generar 
una luxofractura en la columna cervical y fragmentación a nivel del cuerpo vertebral 
izquierdo, generándose un shock hipovolémico, a consecuencia de la hemorragia 
masiva por   la lesión de vasos de gran calibre. ii) Después, el victimario procedió a 
lavar completamente el cadáver, lo vistió y una vez colocado el cuerpo en posición 
de cúbito dorsal, se colocó    al lado izquierdo y premunido de un instrumento 
procedió a inferirle las heridas punzopenetrantes que presenta el cadáver en el tórax 
y abdomen. iii) Finalmente, procedió a abandonar el cadáver en el fundo de 
propiedad de Lidia Colque  Calizaya –extensión agrícola–, ubicado en la avenida 
Paisajista s/n del sector El Rayo del Centro Poblado Los Ángeles, del cercado de 
Moquegua, provincia de Mariscal Nieto, departamento de Moquegua (a doscientos 
metros del Puente El Rayo). Antes de abandonar el lugar procedió a deslizar el 
pantalón y ropa interior de la agraviada hasta la altura del muslo. El agresor dejó la 





simular una supuesta violación, llevándose consigo su celular. iv) Los hechos son 
atribuidos   al investigado, pues en su condición de ex enamorado de la agraviada –
siendo ella quien habría terminado la relación sentimental el día catorce de 
septiembre de dos mil once, por haber iniciado otra relación sentimental con Julio 
André Alva Flores–; se negaba a terminar la relación bajo amenazas de “quitarse la 
vida” y de “contar a los padres de la agraviada de las relaciones sexuales 
sostenidas con Julio André Alva Flores” y la propia presión de seguir frecuentándolo 
como amigos. 
2.         Sustento de los actos procesales relativos al caso Tercero. El Fiscal 
Provincial sustentó su requerimiento  de prisión preventiva en: 
A)        Sobre los graves elementos de convicción, relató una serie hechos y expuso 
argumentos sobre la vinculación del imputado (similar a lo expuesto en el segundo 
considerando). 
B)        Sobre la prognosis de pena, que la sanción para el delito de homicidio 
calificado superará los cuatro años de pena privativa de libertad, pues la pena 
básica es de quince años de pena privativa de libertad, hasta la cadena perpetua. 
C)        Sobre el peligro procesal, que no cuenta con arraigo laboral, familiar, ni 
domiciliario, al no existir evidencia documental que advierta lo contrario, la gravedad 
de la pena privativa de libertad que se espera, es de quince a treinta y cinco años 
efectiva, la personalidad y circunstancias en la intervención policial, la forma como 
se condujo para desaparecer las evidencias y esconder la escena primaria del 
delito, con fines de no ser identificado, la gran magnitud del daño causado, pues 
quitó la vida a la agraviada, lo que se magnifica por la forma como se realizó, no 
mostrando actitud alguna tendiente a reparar el daño ocasionado. 
Cuarto. El Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria dictó la medida de 
prisión preventiva contra Marco Antonio Gutiérrez sobre la base que: 
A)        En cuanto al primer requisito, en el considerando segundo, señaló que estos 
se corroboran con los elementos de convicción oralizados por el representante del 





con Gutiérrez Mamani, acreditándose que ella es estudiante del Instituto Superior 
Tecnológico y que asistió el día dieciséis de septiembre de dos mil once, desde las 
dieciocho horas con treinta minutos a las veintiún horas con quince minutos, a las 
clases del profesor Eugenio Leopoldo Quispe Mamani, tal como lo señala: i) El 
primer elemento de convicción: informe número cero cero seis-dos mil once-LQM/ 
CONTABILIDAD/I. E. T. P. “JCM”. ii) Segundo, que esta información es ratificada 
por la declaración del docente Eugenio Leopoldo Quispe Mamani. iii) Tercero, la 
declaración del padre de la víctima, Elías Aucatino Cuadros, quien refiere que el 
imputado era enamorado de su hija, la visitaba en su casa, pero había terminado 
con él. iv) Cuarto, la declaración de Diana Pamela Aucatinco López, que indica que 
el imputado era enamorado de su hermana, que conoció a Julio André Alva Flores el 
seis de agosto de dos mil once. El ocho de septiembre de dos mil once, cuando 
llamó al imputado, negó estar con la agraviada, el nueve del mismo mes y año llegó 
a su casa junto a su hermana, el catorce del mismo mes y año, el imputado le dijo 
que había terminado su relación con su hermana, no la quería ver y que ante 
cualquier cosa que le pasara no le echaran la culpa, el día quince fue a su casa 
llevando dos chirimoyas a su padre, indicó que quería conversar en serio con sus 
padres, pues había encontrado un mensaje de texto en su celular donde advertía 
que Miriam y Julio habían mantenido relaciones sexuales, en eso llegó la agraviada. 
El dieciséis la agraviada le dijo que había terminado con el imputado. El diecisiete 
con Julio André Alva Flores se constituyeron a la comisaría de la PNP de San 
Antonio a presentar la denuncia por desaparición de su hermana, llamó al celular de 
ella, respondieron pero nadie hablaba, escuchó el cantar de un gallo, luego llamó al 
imputado, quien dijo no estar con ella y escuchó un canto de gallo similar. A las 
ocho horas llegó el imputado a su casa, se puso nervioso y tembloroso, tenía ojos 
rojos y llorosos, como si hubiera trasnochado. v) Quinto, la declaración testimonial 
de Eliana López Ramos, madre de la agraviada, que señala que el acusado era 
enamorado de su hija, pero ella conocía su nueva relación. El catorce de septiembre 
de dos mil once él la llamó y le dijo que quería conversar con ella y su esposo, 
quedando para el sábado diecisiete. El día quince llamó a su hija, quien le dijo que 
había terminado con aquel. vi) Sexto, La declaración de Nely Flores Mamani, que 
señaló que el tres de septiembre de dos mil once, a las dieciséis horas, observa a la 
agraviada enviándose mensajes con Julio André Alva Flores, indicando que se 





había amenazado con matarse. vii) Séptimo, la declaración de Julio André Alva 
Flores, que señala que con la agraviada se hicieron enamorados el ocho de 
septiembre de dos mil once, pero a las veintidós horas se encontraron con el 
imputado, quien les pidió una explicación, a pedido de la agraviada se fue del lugar, 
dejándolos. El día nueve la buscó, pues no le contestaba el celular. En la 
madrugada de ese día ella le dijo que quería terminar con el imputado, pero este se 
puso como loco diciendo que se quería matar. Ese día recibió llamadas telefónicas 
de ella, pero en realidad era el imputado que le obligaba a decirle “a ti no te amo, 
amo a Marco Gutiérrez Mamani”. Cuando se vieron y la quiso abrazar ella le dijo 
que mientras esto ocurriera quería mantener una distancia, también que el imputado 
le había quitado los celulares, la tenía amenazada porque sabía que había 
mantenido relaciones sexuales con el deponente, por lo que hacía lo que él quería. 
El día dieciséis ella le contó que el día anterior, cuando llegó a su casa, encontró al 
imputado conversando con su hermana. viii) Octavo, declaración de Ruth Mariela 
Escobar Masco, quien refiere que el imputado el día quince había ido al instituto a 
recoger a la agraviada, pero esta le comentó que no quería saber de él, habían 
terminado la relación el día catorce, pero este no lo aceptaba y la condicionó para 
frecuentarse como amigos. El día dieciséis la agraviada estuvo en clases hasta las 
veintiún horas con quince minutos, cuando escuchó que el teléfono sonó y salió de 
clases para atender la llamada y se retiró, ese mismo día el imputado la había 
llamado insistentemente al celular, pero la agraviada no le contestaba. ix) Noveno, 
la declaración de Carlos Tumbalobos Reaño, quien indicó que el día dieciséis, a las 
veintitrés horas con treinta minutos, vio a la agraviada y al imputado en la esquina 
de la avenida La Paz, frente a la empresa Cruz del Sur, ella se encontraba seria con 
los brazos cruzados y él trataba de hablarle. x) Décimo, la declaración de Sara 
Milagros Alfaro Flores, quien señaló que vio a la agraviada el dieciséis de 
septiembre al promediar las veintiún horas, subiendo a un 
transporte  público  desde  el  instituto  hasta  la    intersección formada de la 
avenida Balta y calle Ancash. xi) Décimo primero, el acta de levantamiento de 
cadáver que señala que la muerte probablemente ocurrió entre quince a veinte 
horas. xii) Décimo segundo, el informe pericial de necropsia médico legal, que 
advierte que la causa de la muerte es shock hipovolémico, laceración cardiaca, 
diecinueve heridas punzocortantes. xiii) Décimo tercero, el informe pericial 





pérdida del veinte por ciento de volumen normal de sangre. xiv) Décimo cuarto, el 
informe pericial ampliatorio de necropsia médico legal, que señala que no puede 
precisarse la posición del agresor cuando infiere las lesiones del cuello. xv) Décimo 
quinto, tomas fotográficas del levantamiento de cadáver. xvi) Décimo sexto, el 
informe de inspección técnico criminal, sobre la ubicación de las manchas de 
sangre, apreciándose que los hechos no ocurrieron en el lugar donde se produce el 
levantamiento de cadáver. xvii) Décimo séptimo, la pericia de biología forense. xviii) 
Décimo octavo, la pericia física, sobre los cortes de la ropa de la víctima. xix) 
Décimo noveno, el acta de recojo de evidencias. xx) Vigésimo, el informe de 
inspección técnico criminal, sobre el lugar donde fue hallado el cadáver, se señala 
que una vez posicionado el cadáver, el presunto victimario deslizó el pantalón hacia 
la parte inferior para simular una violación. xxi) Vigésimo primero, la declaración de 
Julio César Briceño López, quien encontró a Diana Pamela Aucatinco López 
alterada y a Marco Antonio Gutiérrez Mamani cansado, con ojos rojos, como si no 
hubiera dormido. xxii) Vigésimo segundo, la declaración de Janet Ángela 
Mamanchura Cuela, vecina de la víctima, señala que le preguntó al imputado por la 
víctima y dijo no saber nada, estaba nervioso, con voz ronca, decaído, tenía ojeras, 
ojos rojizos, no decía nada. xxiii) Vigésimo tercero, el informe número doscientos 
noventa y siete-dos mil once-XI-DIRTEPOL, efectuada a la habitación del imputado. 
xxiv) Vigésimo cuarto, el acta de aplicación de reactivo de luminol en el domicilio del 
imputado. xxv) Vigésimo quinto, reporte de llamadas telefónicas del celular del 
imputado. 
xxvi) Vigésimo sexto, reporte de llamadas telefónicas del celular de la agraviada. 
xxvii) Vigésimo séptimo, el acta de intervención policial de fojas ochenta y cinco. 
xxviii) Vigésimo octavo, el informe policial número cero cero ocho-dos mil trece-
RPS- DIRTEARE. xxix) Vigésimo noveno, el informe policial número ciento 
veinticuatro-dos mil trece-REGPOSUR-DIRTE-MOQ/ DIVICAJ. xxx) Trigésimo, el 
perfil criminológico contenido en la evaluación psicológica, que señala que el lugar 
de los hechos es cerrado y se pueden manipular pruebas, agredió a la víctima en un 
lugar donde se sentía seguro, protegió su identidad, se apoyó de terceros para 
transportar el cuerpo, la víctima se sintió confiada en el agresor, el agresor usó el 
factor sorpresa, actuó con brutalidad, sadismo y furor homicida, es celoso, 





credibilidad y posee una personalidad mixta obsesivo-compulsivo. xxxi) Trigésimo 
primero, el acta de inspección técnico policial. xxxii) Trigésimo segundo, el informe 
número ciento ochenta y seis-dos mil trece-REGPOSUR- DIRTEPOL-M/OFRICRI. 
xxxiii) Trigésimo tercero, la declaración testimonial de Crystian Raúl Valdez Flores. 
xxxiv) Trigésimo cuarto, la declaración testimonial de Henry Erickson Cruz Gallegos. 
xxxv) Trigésimo quinto, la declaración de Marco Antonio Gutiérrez Mamani. xxxvi) 
Trigésimo sexto, la ampliación de declaración del imputado. 
B)        Sobre la prognosis de pena, esta no será menor de quince años de pena 
privativa de libertad, al no existir circunstancias que hagan prever una atenuación 
inferior a cuatro años. 
C)        Sobre el peligro procesal, luego de resumir lo que dice la Fiscalía y defensa 
señala que “por todo ello se tiene la gravedad de la pena, cuyo extremo mínimo es 
de quince años, lo que permite establecer que el procesado podría interferir    y 
obstaculizar la investigación judicial y Fiscal, debiendo restringirse su libertad 
locomotora por el plazo de nueve meses”. 
Quinto. En su recurso de apelación la defensa del imputado alegó que: i) Solo 
existen indicios y presunciones sobre su responsabilidad. ii) Las testimoniales no 
guardan legalidad o firmeza como medios de prueba. iii) El Juez solo se limitó a 
efectuar una repetición de la exposición literaria de hechos imaginados por el 
Ministerio Público, basadas en testimoniales sin valor y contradictorias; sin 
considerar la prueba directa e incuestionable, como los resultados de las pericias 
biológicas, las muestras de luminol. Por lo que no existe elemento grave de 
convicción que determine la responsabilidad penal. iv) Quienes crían gallos en 
Moquegua son varias personas, no sólo él, por lo que la “teoría del gallo” no tendría 
mayor valor. v) No se tomó en cuenta los documentos adjuntados que acreditan su 
arraigo familiar, domiciliario y laboral. 
Sexto. En la audiencia de apelación de auto, de diecisiete de octubre de dos mil 
trece, estuvieron presentes tanto la defensa como la Fiscalía, a su turno cada uno 
expuso su teoría del caso: i) La defensa señaló que el Fiscal se basa en 
subjetividades, simples versiones, y no en indicios probados, y contrario a lo que 





persona que estuvo con la víctima fue un tercero, Alva Flores. Además, no se halló 
rastros de sangre en el domicilio del investigado, no siendo creíble   la “teoría del 
gallo”. Por ello, el Fiscal solo alega indicios y presunciones, que no están 
corroborados. En cuanto al peligro procesal, el imputado presentó elementos para 
establecer que no existe peligro de fuga, acreditando el arraigo domiciliario, familiar 
y laboral, pero el Juez no lo tomó en cuenta. ii) El Fiscal relató los hechos, además, 
indicó que el imputado no mencionó cuáles son los documentos que acreditan el 
arraigo, por lo que, a pesar de presentarlos, es como si no existieran. Refirió que sí 
existen suficientes actos de investigación que vinculan al procesado con el delito, 
como el perfil psicológico, el testigo Alva Flores, quien llamó a la agraviada porque 
no se encontraba con ella, como indica la defensa, además, de testimoniales que 
concuerdan con la forma en cómo se encontró a la víctima. Asimismo, el homicidio 
fue planificado y se quiso aparentar una violación. Por último, que es válida la 
“teoría del gallo”. iii) En su autodefensa, el imputado se ratificó en su inocencia, 
indicando que ha estado en todas las citaciones, no ha huido a ningún lugar. 
Séptimo. El Tribunal Superior al revocar esta medida indicó: 
A)        Sobre los elementos de convicción, que: i) Existen actas de levantamiento de 
cadáver, necropsia médico legal, informes periciales que acreditan el resultado 
típico: la muerte de la agraviada el diecisiete de septiembre de dos mil once, la 
causa de la muerte fueron heridas punzo cortantes, en número de diecinueve, 
fractura cervical, laceración cardiaca, shock hipovolémico ocasionado por objeto 
punzo cortante. ii) Las circunstancias en que fue encontrada la víctima se hallan en 
las fotografías de fojas cincuenta y ocho a sesenta y cinco. iii) El informe número 
doscientos noventa y uno-dos mil once, examen de biología forense, que contiene la 
apreciación criminalística, sobre que el arma debió ser un cuchillo o elemento 
similar, así como que el acto se ejecutó en otro lugar, pues por las heridas abiertas 
debió encontrarse en el lugar abundantes restos de sangres, por último, que el autor 
pretendió simular una violación para confundir la investigación. iv) Como no existió 
dato concreto para una imputación directa se recurrió a la prueba por indicios, así 
existen indicios de manifestaciones anteriores, como la de Ayme Margot Gómez 
Roque, quien vio por última vez a la víctima en clases hasta las veintiún horas con 





asistió a su curso, luego la vio en compañía de un joven y ella caminaba enojada, de 
Carlos Tumbalobos Reaño, quien vio a agraviada e imputado el dieciséis de 
septiembre de dos mil once, a las once horas con treinta minutos, ella tenía ropa 
oscura y brazos cruzados, lo que corroboraría la versión anterior, asimismo, el 
reporte de levantamiento del secreto telefónico establece que ambos tuvieron 
comunicaciones previas, por lo que se concluye que el imputado fue la última 
persona que vio a la víctima antes de su desaparición, aun cuando dijo que estuvo 
en otro lugar, lo que es un indicio de mala justificación. Como indicio de móvil 
delictivo se tiene el rompimiento de relaciones sentimentales, así el propio acusado 
refirió que estas terminaron porque la encontró con Julio Alva Flores y descubrió, al 
leer su celular, que estos mantenían relaciones sexuales. El padre de la agraviada 
refirió que su hija Pamela mencionó que el imputado habría dicho que si terminaban 
se iba a suicidar. Por su parte Julio André Alva Flores confirmó el encuentro que 
tuvieron los tres el ocho de septiembre de dos mil once. Como indicios de 
personalidad, la hermana de la víctima resaltó la personalidad posesiva y dominante 
del investigado con su hermana, lo que corrobora Alva Flores, pues el imputado le 
había quitado dos celulares y “se puso como loco diciendo que se quería matar”, 
asimismo, los resultados de la evaluación psicológica concluye que el imputado 
presenta personalidad mixta, obsesivo, compulsivo, paranoide y que el relato 
brindado por este no reúne los criterios de credibilidad, es poco consistente, sin 
descripción episódica y es contradictoria, lo que es evidente en relación a la 
negativa de haber visto a la víctima el día anterior. v) Estos actos vinculan al 
imputado con los hechos, pues fue la última persona con la que estuvo la víctima, 
tiene personalidad dominante y agresiva con su enamorada, generándole 
dependencia emocional, que se tradujeron en rupturas y reconciliaciones, no 
desprovistas de rencores por la nueva relación sentimental de la víctima, lo que 
hacen inclinar la balanza frente a su negativa expresa  de cualquier encuentro 
previo a la desaparición de la víctima. vi) En cambio, no resulta de recibo la versión 
de la defensa respecto a la prueba científica (luminol, ausencia de fluidos 
corporales), pues la teoría del Fiscal sugiere que el delito se realizó en lugar distinto 
donde esta fue hallada. vii) Las circunstancias previas y el motivo suficiente 
concurren para poder vincular al imputado con la comisión del delito, con un alto 





B)        Como no se cuestionó la prognosis de pena no se emite pronunciamiento 
alguno. 
C)        En cuanto al peligro procesal señaló que: i) El a quo estimó que existe 
peligro de obstaculización por la gravedad de la pena y porque el imputado puede 
influenciar en los testigos para que informen falsamente. ii) Las afirmaciones del 
peligro procesal no se sustentan en datos objetivos obtenidos en actos iniciales de 
la investigación, solo en presunciones, en cambio, la penalidad alta debe estar 
vinculada a algún dato objetivo. iii) El arraigo no fue materia de pronunciamiento por 
el a  quo,  pese  a  que  se  presentaron  documentales, de las cuales se obtiene 
que el imputado vive en el Fundo Quebrada Onda, en compañía de sus padres y 
abuelo, actualmente no tiene trabajo, pero con anterioridad sí, en Angloamerican, 
Inco Servicios e IST José Carlos   Mariátegui. 
iv) La investigación data del  diecisiete  de  septiembre  de dos mil once, 
formalizándose el veintiséis de septiembre de dos mi trece. El diecinueve de 
septiembre de dos mil once    el imputado declaró, a dos días de ocurridos los 
hechos, su habitación fue sometida a pericias de aplicación del reactivo de luminol 
en la misma fecha. El seis de marzo de dos mil doce se le extrajeron muestras 
sanguíneas e hisopado bucal para análisis de perfiles genéticos y cromosomas 
sexuales, su secreto telefónico fue levantado el  mes  de  octubre  de dos mil once, 
sin desdén ni negativa de su parte, lo cual valorado conjuntamente permite inferir 
una sumisión a la investigación que ha durado más de dos años, si en este plazo no 
hubo peligro de fuga, ¿cómo se puede materializar en esta oportunidad? v) Sobre la 
posibilidad de obstrucción en relación a los testigos, no se cuenta con información 
de la existencia de amenazas, agresiones o coacciones que haya realizado el 
imputado para impedir que declaren con verdad. 
Octavo. El señor Fiscal Superior al interponer su recurso de casación, obrante a 
fojas trescientos treinta y ocho, alega que: 
i)          En su apelación el imputado señaló que no existen elementos de convicción 
que lo vinculen al delito, solo testimoniales contradictorias, sin considerarse la 
prueba de luminol, que   no se valoraron las instrumentales que demuestran el 





Sin embargo, la Sala de Apelaciones fundamenta su decisión en hechos no 
alegados por el impugnante y en argumentos no cuestionados tácita ni 
expresamente por  este. 
ii)         La Sala de Apelaciones argumenta que existe arraigo, pero la defensa no 
expresó en qué documentos se acreditaría tal arraigo, de lo que se dejó constancia; 
sin embargo, el Tribunal de alzada, ante la omisión del abogado defensor, lo suplió y 
obtuvo esta información del expediente judicial. La Sala no estaba facultada para 
incorporar argumentos no planteados por el impugnante y por tanto no sujetos a 
debate contradictorio, lo que vulnera el principio de congruencia, pues solo puede 
examinar la resolución recurrida dentro de los límites de la pretensión impugnatoria, 
tanto en la declaración de hechos    y aplicación de derecho. Debe existir plena 
correspondencia entre lo peticionado en el recurso con lo resuelto por el Tribunal de 
alzada, no puede ir más allá de los petitorios, fundarse en hechos diversos de los 
alegados por las partes, debe limitarse a los puntos indicados en la motivación por 
el recurrente. Se vulneró el principio de imparcialidad, pues el Juez debe ser neutral 
sin colaborar con ninguna parte. iii) El voto en mayoría indicó que el imputado 
señaló “haber sido citado en varias oportunidades”, refiriendo no existir peligro de 
obstaculización, pero este hecho no fue alegado por la defensa técnica del 
imputado, quedando conforme con los argumentos planteados por el Juez a quo, 
pero la Sala oficiosamente obtuvo información del expediente judicial, señalando 
que a dos días de los hechos se le extrajo muestras sanguíneas e hisopado bucal y 
su secreto telefónico fue levantado, señalando que en ese lapso de tiempo no 
existió peligro de fuga, sin considerar que la situación jurídica del imputado era 
diferente, pues al requerir la prisión preventiva se formaliza la investigación y 
evidentemente las diligencias preliminares tienen otra finalidad. 
iv) La Sala de Apelaciones no podía incorporar nuevos argumentos que no 
estuvieron sujetos al contradictorio, lo que vulnera el principio acusatorio, que 
separa las funciones de las partes. v) Es necesario erradicar las sentencias 
arbitrarias del ámbito jurisdiccional, desarrollando y reforzando los principios 






3.         La prisión preventiva en la Ley número treinta mil setenta y seis 
Noveno. La libertad es uno de los Derechos Fundamentales en los que se basa el 
Estado de Derecho, por ello no es cuestionable su importancia y preferencia dentro 
del sistema jurídico. Sin embargo, existen casos en los que esta tiene que 
retroceder frente a otros intereses o bienes jurídicamente protegidos. 
Décimo. La libertad ambulatoria puede ser limitada dentro del proceso penal a 
efectos de asegurar sus fines. Esta es la justificación de la imposición de una 
medida cautelar personal como la prisión preventiva. 
Décimo primero. La aplicación de esta medida es excepcional, en atención a la 
preferencia por la libertad del sistema democrático, por ende, su adopción se hará 
solo en los casos necesarios y que cumplan los requisitos de ley, en especial el 
peligro procesal. Pues de otra forma se lesionará no solo la libertad, sino también la 
presunción de inocencia, pues se encarcela como si fuera culpable a quien se le 
debe presumir inocente. 
Décimo segundo. La prisión preventiva solo se decreta cuando existe peligro que 
el imputado se pueda sustraer del proceso y no se llegue a una sentencia de fondo, 
así como cuando existe afectación a la actividad probatoria, son los llamados peligro 
de fuga y de obstaculización probatoria. 
Décimo tercero. El artículo doscientos sesenta y ocho del Código Procesal Penal 
regula los requisitos para adoptar esta medida, al señalar que el Juez, a solicitud del 
Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los 
primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de los siguientes 
presupuestos: 
A)        Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 






C)        Que el imputado, en razón a sus  antecedentes  y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización). 
Décimo cuarto. Los  artículos  doscientos  sesenta  y  ocho al doscientos setenta y 
uno del Código Procesal Penal, desde   el veinte de agosto de dos mil trece, se 
encuentran vigentes en todo el país por la Ley número treinta mil setenta y seis y 
traslada la circunstancia de pertenecer a una organización criminal, ubicándola 
correctamente como un elemento del peligro procesal. 
4.         Argumentación y contradicción de la audiencia de prisión preventiva y la 
motivación del auto 
Décimo quinto. El Decreto Legislativo novecientos cincuenta y siete establece un 
sistema acusatorio contradictorio de origen eurocontinental, incorporando un 
sistema de audiencias previas y de juzgamiento, regidos en general por la oralidad, 
inmediación, contradicción y publicidad. 
Décimo sexto. Es importante la audiencia para tomar una decisión, pues durante la 
investigación preparatoria o etapa intermedia las partes sustentan sus pretensiones 
a través de los principios citados, y el Juez debe cumplir una función activa en 
busca de la mayor información y de la mejor calidad, que le permita la resolución, lo 
que se aplica en la audiencia de prisión preventiva, previsto en el inciso uno del 
artículo doscientos setenta y uno del Código Procesal Penal. 
Décimo séptimo. En la audiencia de prisión preventiva una buena práctica, 
especialmente al inicio de la realización de audiencias previas en el Distrito Judicial, 
por la aplicación progresiva del Código Procesal Penal, es: que la argumentación 
por las partes de los presupuestos materiales se haga punto por punto, señalados 
en el artículo doscientos  sesenta  y ocho del Código Procesal Penal, referidos a los 
requisitos de la medida cautelar que requieren o se oponen, así, captarán 
íntegramente la información sobre cada uno y    contradecirán podrá hacer 
preguntas al respecto, contando con el máximo de información sobre los elementos 





de coerción personal y después pasará al siguiente punto, y al concluir cada punto y 
al final de la audiencia, estará en las mejores condiciones para pronunciar la medida 
de coerción personal necesaria y proporcional. 
Décimo octavo. Lo primero que se tratará será sobre los graves y fundados 
elementos de convicción. El Fiscal relatará los hechos y argumentará la 
intervención  del  imputado, sobre la base de los elementos materiales obtenidos, 
que sustentaran sus dichos. El Juez dará la palabra a la defensa para que exponga 
lo necesario. Siendo la función del Órgano Jurisdiccional hacer la audiencia, captar 
la información y expedir resoluciones orales y escritas, su labor de dirección es 
central evitando desvíos en la discusión de derechos que no corresponden a la 
naturaleza de la audiencia, proveyendo garantías, pero también eficiencia. Como 
aceptar que se discuta exclusión de prueba prohibida o vulneración de la imputación 
necesaria, que se protegen a través de la tutela de derechos, atipicidad o causa de 
justificación, garantizados por las excepciones de improcedencia de acción, pues la 
defensa es cautiva y los abogados deben conocer la ley, doctrina, jurisprudencia y el 
caso concreto, estando obligados a observar el derecho a la defensa en el 
procedimiento correspondiente. 
Décimo noveno. Así controlará los tiempos,  focalizará que las partes se refieran a 
un tema específico, haya la mayor contradicción porque la contraparte recordara 
íntegramente lo que se acaba de argumentar y podrá refutarlo y el Juez hacer las 
preguntas aclaratorias que estime. 
Vigésimo. Una vez agotada la discusión del primer requisito, habiendo el Juez 
logrado la información que requiere, dará la palabra al Fiscal para continuar con la 
prognosis de pena a imponer, bajo los mismos términos. 
Vigésimo primero. Luego, sobre el peligro procesal. El Fiscal indicará 
específicamente, individualizando cuál es el alegado, pues los artículos doscientos 
sesenta y nueve y doscientos setenta del Código Procesal Penal establecen una 
serie, después la réplica del defensor del imputado y el Juez estará en condiciones 





Vigésimo segundo. Finalmente, se fundamentará la proporcionalidad de la medida 
cautelar solicitada, la magnitud del riesgo procesal acreditado, así como su 
duración. El Fiscal debe motivar en su requerimiento escrito, conforme al artículo 
ciento veintidós del Código Procesal Penal y en las alegaciones orales, 
demostrando por qué es idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto. La 
defensa podrá cuestionarlo. 
Vigésimo tercero. i) La motivación es de la máxima importancia al requerirse una 
afectación grave en derechos fundamentales, está prevista en el inciso cinco del 
artículo ciento treinta y nueve de la Constitución Política del Estado,   el inciso tres 
del artículo doscientos setenta y uno del Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 
novecientos cincuenta y siete, las reiteradas sentencias del Tribunal Constitucional, 
este Supremo Tribunal y la Resolución número ciento veinte-dos mil catorce, de 
mayo de dos mil catorce, expedida por el Consejo Nacional de la 
Magistratura  como  precedente  vinculatorio,  en la ratificación del Fiscal Villasis 
Rojas, establecen  que debe examinarse para su corrección: a) Comprensión del 
problema y lenguaje claro y accesible. b) Reglas de la lógica   y argumentación. c) 
Congruencia. d) Fundamentación jurídica, doctrinaria y jurisprudencial. ii) El Tribunal 
Constitucional en   la sentencia recaída en el expediente número setecientos 
veintiocho-dos mil ocho-PHC/TC, caso Llamoja Hilares, indicó que resulta 
indispensable una especial justificación para decisiones jurisdiccionales que afectan 
derechos fundamentales como la libertad, en la que debe ser más estricta, pues 
solo así es posible evaluar si el Juez Penal ha obrado de conformidad con la 
naturaleza excepcional, subsidiaria y proporcional de   la medida (sentencias 
recaídas en los expedientes números mil noventa y uno-dos mil dos-HC/TC y 
recientemente en el número mil ciento treinta y tres-dos mil catorce-PHC/TC), lo que 
debe cumplirse en todos los actos antes señalados. iii) En el estudio Independencia 
judicial insuficiente, prisión preventiva deformada. Los casos de Argentina, 
Colombia, Ecuador y Perú, que recoge estudios coordinados por Due Process of 
Law Foundation, se señala como una recomendación hecho en el marco del estudio 
comparativo, que el uso arbitrario o inmotivado de la prisión preventivo debe ser 






Vigésimo cuarto. En conclusión, el debate se dividirá necesariamente en cinco 
partes, la existencia: i) De los fundados y graves elementos de convicción. ii) De una 
prognosis de pena mayor a cuatro años. iii) De peligro procesal. iv) La 
proporcionalidad de la medida. v) La duración de la medida. El representante del 
Ministerio Público debe comprenderlos en su requerimiento escrito, fundamentando 
cada extremo con exhaustividad[2]. Esto posibilitará que la defensa lo examine 
antes de la audiencia, se prepare y pueda pronunciarse sobre estos y que el Juez 
analice y resuelva cada uno, dividiéndose el debate en cada una de los cinco puntos 
indicados, ejerciéndose contradicción uno a uno, agotado uno se pasará al otro. 
5.    Sobre los fundados y graves elementos de convicción 
Vigésimo quinto. Es el primer requisito que exige la prisión preventiva en el inciso 
uno del artículo doscientos sesenta y ocho del Código Procesal Penal. No se prevé 
expresamente en la Convención de Derechos Humanos ni en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, pero sí en la prohibición de detenciones arbitrarias, 
que se regulan en ambos cuerpos normativos[3]. Ha sido  reconocido  en las 
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos Chaparro Álvarez y 
Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, Pacheco Teruel y otros vs. Honduras y J vs. Perú. 
Siendo su finalidad evitar los peligros de fuga y obstaculización probatoria, para 
poder adoptarla es necesario que exista un grado de confirmación sobre la realidad 
del delito y la vinculación del imputado. 
Vigésimo sexto. Debe acreditarse mediante datos objetivos obtenidos 
preliminarmente y/o propiamente de investigación que cada uno de los aspectos de 
la imputación tenga una probabilidad de ser cierta. Es el llamado fumus delicti 
comissi, o sea la apariencia de verosimilitud del hecho delictivo y vulneración del 
imputado. 
Vigésimo séptimo. Para la adopción de la prisión preventiva no se exige que se 
tenga certeza sobre la imputación, solo que exista un alto grado de 
probabilidad[4] de la ocurrencia de los hechos, mayor al que se obtendría al 
formalizar la investigación preparatoria[5]; valiéndose de toda la información 





Vigésimo octavo. Sobre los actos de investigación se debe realizar un análisis de 
suficiencia similar al que se hace en la etapa intermedia del nuevo proceso penal[6], 
se deben evaluar individualmente y en su conjunto, extrayendo  su  fiabilidad y 
aporte, a efectos de concluir si es que  la  probabilidad sobre el hecho es positiva. 
En caso que el Fiscal se base en prueba indiciaria, deben cumplirse  los criterios 
contenidos en la Ejecutoria Vinculante recaída en el Recurso de Nulidad número mil 
novecientos doce-dos mil nueve-Piura, de seis de septiembre de dos mil cinco[7]. 
Vigésimo noveno. Es necesario que el Fiscal sustente claramente su aspecto 
fáctico y su acreditación. Así la defensa del imputado podrá allanarse o refutarlo, 
actuando positivamente por la irresponsabilidad, causa de justificación, 
inculpabilidad, error, etc., debiendo el Juez valorarlos y pronunciarse por ambas, y si 
esta último está sólidamente fundamentada, hará decaer el fumus delicti comissi[8]. 
6. Sobre la prognosis de pena 
Trigésimo. Como es doctrina consolidada la prognosis de pena implica un análisis 
sobre la posible pena a imponer. Es claro que no solo tiene que ver con la pena 
legal fijada, sino con una valoración transversalmente con el principio de lesividad y 
proporcionalidad, previstos en los artículos IV y VIII del Título Preliminar del Código 
Penal y/o de las diversas circunstancias, causas de disminución o agravación de la 
punición, fórmulas de derecho penal premial, que podrían influir sobre la 
determinación de la pena final, que no necesariamente va a ser la máxima fijada por 
ley. 
Trigésimo primero. El artículo cuarenta y cinco-A del Código Procesal Penal, 
adicionado por la Ley número treinta mil setenta y seis, establece que la pena se 
aplica por tercios, inferior, intermedio y superior; será sobre la base de tres factores: 
a) Circunstancia generales atenuantes y agravantes, establecidos en el artículo 
cuarenta y seis, incisos uno y dos, incorporado por la Ley citada. b) Causales de 
disminución o agravación de la punición, siendo las primeras el error de prohibición 
vencible (artículo catorce del Código Penal), error de prohibición culturalmente 
condicionada vencible (artículo quince del Código Penal), tentativa (artículo dieciséis 
del Código Penal), responsabilidad restringida de eximentes imperfecta de 





restringida por la edad (artículo veintidós del Código Penal),  complicidad  
secundaria  (artículo veinticinco del Código Penal), y los segundos agravante por 
condición del sujeto activo (artículo cuarenta y seis-A del Código Penal), 
reincidencia (artículo cuarenta y seis-B del Código Penal), habitualidad (artículo 
cuarenta y seis-C del Código Penal)[9], uso de inimputables para cometer delitos 
(artículo cuarenta y seis-D del Código Penal), concurso ideal de delitos (artículo 
cuarenta y ocho del Código Penal), delito masa (artículo cuarenta y nueve del 
Código Penal), concurso real de delitos (artículo cincuenta del Código Penal), 
concurso real retrospectivo (artículo cincuenta y uno del Código Penal). Asimismo, 
se debe tener en cuenta la regla establecida en el artículo cuarenta y cinco del 
Código Penal y las fórmulas de derecho premial, como confesión, terminación 
anticipada del proceso, conformidad del acusado con la acusación y colaboración 
eficaz. Este listado no es taxativo, por lo que el Juez puede fundarse en otra 
circunstancia que modifique la pena, siempre que lo justifique en la resolución. 
Trigésimo segundo. Será desproporcional dictar una medida de prisión preventiva 
a quien sería sancionado con una pena privativa de libertad suspendida, 
estableciendo el artículo cincuenta y siete del Código Penal que podría ser cuando 
la pena sea menor de cuatro años y no haya proclividad a la comisión de delitos. 
7.  Sobre el peligro procesal: de fuga 
Trigésimo tercero. El peligro procesal es el elemento más importante de esta 
medida y la razón por la que se dicta, lo que ha sido reconocido por la jurisprudencia 
constitucional en las sentencias recaídas en los expedientes números mil noventa y 
uno-dos mil dos-HC/TC y dos mil doscientos sesenta y ocho- dos mil dos–HC/TC. 
Se divide en dos: i) Peligro de fuga. ii) Peligro de obstaculización probatoria. 
Trigésimo cuarto. El aspecto que es de conocimiento de este Supremo Tribunal es 
el de peligro de fuga, reconocido por el inciso cinco del artículo siete de la 
Convención Americana de Derechos Humanos y el inciso tres del artículo nueve del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que autorizan   la medida de 
prisión preventiva para asegurar la presencia  del imputado al juicio u otras 
diligencias. En esa línea se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos 





vs. Venezuela y J vs. Perú (donde se señaló que el peligro procesal no se presume, 
sino que debe realizarse   la verificación en cada asunto, fundado en circunstancias 
objetivas y ciertas del caso concreto). En el mismo sentido,  se tiene el informe 
número dos/noventa y siete de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en las sentencias Letellier vs. Francia, 
Stögmuller vs. Austria e Imre vs. Hungría. 
Trigésimo quinto. El Código Procesal Penal, Decreto Legislativo novecientos 
cincuenta y siete, a efectos de reconocer la existencia de este peligro en su artículo 
doscientos sesenta y nueve establece una serie de criterios (no taxativos) que debe 
evaluar el Juez de la Investigación  Preparatoria para determinar que existe la 
probabilidad que el imputado   se sustraiga del proceso: i) El arraigo. ii) La gravedad 
de la pena que se espera como resultado del procedimiento. iii) La magnitud del 
daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del imputado para repararlo. 
iv) El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse   a la 
persecución penal. v) La pertenencia del imputado a una organización criminal o su 
reintegración a las mismas. 
7.1.  Arraigo 
Trigésimo sexto. El primer inciso del referido artículo, establece una serie de 
situaciones de las que se debe extraer la presencia o no de arraigo. Este elemento 
exige establecerse de manera permanente en un lugar, vinculándose a personas y 
cosas[10]. El Código Procesal Penal señala que el arraigo    en el país del imputado 
está determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de sus 
negocios o trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país o 
permanecer oculto. 
Trigésimo séptimo. Toda vez que los criterios para establecer peligro procesal no 
son taxativos, tampoco los del arraigo. El Tribunal Constitucional en la sentencia 
recaída en el expediente número mil noventa y uno-dos mil dos-HC/TC[11], señaló 
que la posesión de bienes generaba arraigo[12], de ahí que el Juez pueda 






Trigésimo octavo. Como señala Del Río Labarthe[13] estas especies de arraigo 
(familiar, laboral, posesión y titularidad   de bienes) son criterios que antes que 
justificar la prisión preventiva, en realidad desincentivan la fuga del imputado;  sin 
embargo, su ausencia también permite valorar, con otros factores, el riesgo de fuga. 
Trigésimo noveno. Esto ha sido recogido en la Resolución Administrativa número 
trescientos veinticinco-dos mil once-P- PJ, de trece de septiembre de dos mil once, 
elaborado sobre la base de la Constitución Política del Estado, Código Procesal 
Penal, jurisprudencia internacional y nacional, doctrina, etc., entonces, no existe 
ninguna razón jurídica para entender que la presencia del algún tipo de arraigo 
(criterio no taxativo) descarta, a priori, la utilización de la prisión preventiva. 
Cuadragésimo. Tampoco la sola situación de inexistencia de arraigo genera que 
deba imponerse  necesariamente la prisión preventiva (ejemplo, ser extranjero no 
genera la aplicación automática de la prisión preventiva), sobre todo cuando existen 
otras que pudieran cumplir estos fines. Por lo que este requisito, debe valorarse en 
conjunto con otros, para establecer si es que en un caso concreto existe o no peligro 
de fuga. 
7.2.      Gravedad de la pena 
Cuadragésimo primero. A diferencia del  analizado  en los considerandos trigésimo 
al trigésimo segundo, no es un elemento de proporcionalidad, sino un dato objetivo 
que se basa en una máxima de la experiencia, como es que ante un peligro de 
aplicación de grave pena, el imputado puede temer condena en ese sentido y fugar. 
Cuadragésimo segundo. La sola presunción de fuga, no puede sustentar un 
pedido de prisión preventiva. El informe dos/noventa y siete de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos indicó que no basta la seriedad de la pena a 
imponerse, pues la posibilidad que el procesado eluda la acción de la justicia debe 
ser analizada considerando varios elementos, incluyendo los valores morales 
(comportamiento en este, en otro proceso, antecedentes, etc.) demostrados  por la 
persona, su ocupación, bienes que posee, vínculos familiares y otros que le 
mantendrían en el país, además de una posible sentencia prolongada. Del mismo 





Álvarez vs. Honduras, Bayarri vs. Argentina y J vs. Perú; y el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en el caso Neumeister vs. Austria, pues de otra forma la 
adopción de esta medida cautelar privativa de libertad se convertiría en un sustituto 
de la pena de prisión. 
Cuadragésimo tercero. Entonces, de la gravedad de la pena sólo se obtiene un 
dato sobre el peligro de fuga, el cual debe ser valorado en conjunto con otros 
requisitos que también lo sustenten, así como ocurre con el arraigo. 
Cuadragésimo cuarto. En el caso de autos la resolución de primera instancia 
fundamenta el peligro de obstaculización probatoria y fuga con este solo dato. 
7.3.      La magnitud del daño causado 
Cuadragésimo quinto. Antes de la modificación operada por la ley número treinta 
mil setenta y seis, el criterio que regulaba el inciso tres del artículo doscientos 
sesenta y nueve del Código Procesal Penal era: La importancia del daño resarcible 
y la actitud que el imputado adopta, voluntariamente, frente a él. Aspecto criticado, 
pues se incorporaba aspectos de responsabilidad civil a medidas de carácter 
personal, a tal punto que el criterio que el imputado no adopte una actividad 
voluntaria de reparar un daño –respecto del cual no ha sido declarado responsable–
, no podría considerarse como una muestra de riesgo de fuga[14]. 
Cuadragésimo sexto. La ley citada modifica este criterio, ahora lo que se debe 
valorar es: La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del 
imputado para repararlo. El contenido de la primera parte de este criterio sigue 
siendo confuso, pues se podría entender como una referencia a la forma de 
realización del ilícito penal, a la especial violencia o gravedad con que se ha 
cometido, lo que directamente supondría un criterio que quiere evitar el riesgo de 
una posible reiteración delictiva[15], lo que es inaceptable en una medida cautelar, 
que no se orienta en fines preventivos propios de    la pena, sino en el peligro 
procesal. Esto se agravaría si se considerara que a lo que hace referencia es a la 
reacción que el delito produce en la sociedad, la repulsa ante la comisión de ciertos 





satisface a la sociedad, a la par de una medida de seguridad de carácter 
preventivo[16]. 
Cuadragésimo séptimo. Tampoco se puede entender como una referencia a la 
reparación civil, pues la importancia del daño civil, está ligada a la pretensión civil, y 
su riesgo (periculum in mora) tiene diversos medios de protección de esa naturaleza 
(embargo, incautación, desalojo preventivo, etc.), que no tiene que ver con el peligro 
procesal de esta medida cautelar personal. 
Cuadragésimo octavo. En consecuencia, la única forma de interpretación no lesiva 
a derechos  del  imputado es la que hace referencia a la gravedad del delito, 
vinculado a las circunstancias que agravarían la pena a imponer. 
Cuadragésimo noveno. La propia redacción de la segunda parte de este criterio 
“ausencia de una actitud voluntaria del imputado para reparar el daño”, implica que 
no estamos ante circunstancias del hecho, sino ante un criterio de reparación civil 
inaceptable. 
Quincuagésimo. La reparación del agraviado poco tiene que ver con el peligro 
procesal, sin embargo, atendiendo a una correcta interpretación, la actitud del 
imputado luego de cometido el delito, ayudará a acreditar su buena conducta en el 
proceso penal. 
7.4. Comportamiento procesal 
Quincuagésimo primero. Este es uno de los más importantes, pues permite hacer 
una efectiva prognosis de la probabilidad de fuga del imputado sobre la base de la 
real conducta que ha manifestado a lo largo de la investigación u otras etapas que 
están ligadas a la huida o intento de fuga, como son la asistencia a diligencias, el 
cumplimiento de reglas establecidas por una medida cautelar alternativa, la voluntad 
dilatoria del imputado, declaraciones de contumacia, falta de pago de la caución 





Quincuagésimo segundo. También se deben analizar las conductas que fuera del 
tipo penal ocurren con inmediatez al hecho, por ejemplo, la persona que luego de 
cometer el delito, consciente de ello fuga del lugar de los hechos. 
Quincuagésimo tercero. No son admisibles como criterios para determinarlo, la 
actitud   legítima   adoptada por el procesado en ejercicio de algún derecho que el 
ordenamiento le ha reconocido[18], así, el hecho de no confesar el delito atribuido 
no puede ser considerado como un mal comportamiento procesal. 
Quincuagésimo cuarto. La segunda parte de este criterio (en otro procedimiento 
anterior), debe ser analizado con mayor rigurosidad, pues se hace la prognosis 
sobre un comportamiento anterior y lejano, que debe ser evaluado de conformidad 
con otros presupuestos del peligro de fuga. Asimismo, el hecho que en un anterior 
proceso se le impuso una prisión preventiva (o mandato de detención), no autoriza 
al Juez a imponer, por su solo mérito, una en el actual proceso. 
Quincuagésimo quinto. En el caso de autos, se advierte como hecho imputado por 
el Fiscal que el investigado, luego de cometer el delito, procedió a lavar 
completamente el cadáver, para luego vestirlo y una vez colocado el cuerpo en 
posición de cúbito dorsal, se puso al lado izquierdo y premunido de   un instrumento 
punzocortante procedió a inferirle las heridas punzopenetrantes que presenta el 
cadáver en el tórax y abdomen. Finalmente, abandonó el cadáver en el fundo de 
propiedad de Lidia Colque Calizaya –extensión agrícola– ubicado en la avenida 
Paisajista s/n del sector El Rayo del Centro Poblado Los Ángeles, del cercado de 
Moquegua, provincia de Mariscal Nieto, departamento de Moquegua (a doscientos 
metros del Puente El Rayo). Antes procedió a deslizar el pantalón y ropa interior de 
la agraviada hasta la altura del muslo, como se ve de la silueta de dedos de mano 
del agresor en el cuerpo de la agraviada, con el objeto de simular una supuesta 
violación. 
Quincuagésimo sexto. Los que constituyen serios elementos de peligro de 
obstaculización probatoria, que debe valorarse en conjunto, con los demás 






7.5.      La pertenencia a una organización criminal 
Quincuagésimo séptimo. Como señala la circular Resolución Administrativa  
número  trescientos veinticinco-dos mil once-P-PJ, la pertenencia o integración de 
un imputado a una organización delictiva[19] o banda es un criterio clave en la 
experiencia criminológica para atender a la existencia  de un serio peligro procesal, 
tanto en el ámbito de la fuga como en el de la obstaculización probatoria. Las 
estructuras organizadas (independientemente del nivel de organización) tienden a 
generar estrategias y métodos para favorecer la fuga de sus pares y para contribuir 
en la obstaculización probatoria (amenaza, “compra”, muerte de testigos, etcétera), 
de ahí que en ciertos casos solo baste la gravedad de la pena y este criterio para 
imponer esta medida. 
Quincuagésimo octavo. Para fundamentar este extremo no basta con indicar que 
existe una organización criminal, sino sus componentes (organización, 
permanencia, pluralidad de imputados e intención criminal), así como la 
vinculación  del procesado. Asimismo, motivar qué peligro procesal se configuraría 
al pertenecer a esta organización. 
8. Análisis del caso concreto 
8.1. Sobre la vulneración de garantías constitucionales de carácter procesal 
Quincuagésimo noveno. El Fiscal recurrente señala que la Sala de Apelaciones 
fundamentó su decisión en hechos no alegados por el impugnante y en argumentos 
no cuestionados tácita ni expresamente por este, pues la defensa no expresó en 
qué documentos se acreditaría el arraigo, sin embargo, suplió la actividad de la 
defensa y obtuvo esta información del expediente judicial. 
Sexagésimo. La defensa no señaló las fojas en su recurso de apelación y la 
grabación en audio de la audiencia, pero sí fue un agravio que sustentó por escrito y 
oralmente, por lo que, correspondía al Juez verificar su existencia y darles el valor 
correspondiente. El hecho que el Juez debe tomar una decisión adecuada fáctica y 
jurídicamente, sobre la base de lo actuado y contradicho en la audiencia no 





principio de contradicción, toda vez que esta información ha sido discutida en la 
audiencia y no fue incorporada unilateralmente por el Juez y era de conocimiento 
del Fiscal desde que se corrió traslado del recurso de apelación. 
Sexagésimo primero. El otro agravio del Fiscal se sustenta en que el imputado 
señaló “haber sido citado en varias oportunidades”, por lo que la Sala consideró que 
no habría peligro de obstaculización probatoria, pero esto no fue alegado por la 
defensa del imputado, de ahí que oficiosamente obtuvo información del expediente 
judicial. 
Sexagésimo segundo. Si bien la defensa no expresó la falta de peligro de 
obstaculización probatoria, en la audiencia el imputado pidió expresamente que se 
tenga en cuenta que asistió a todas las citaciones, competiéndole al Juez verificarlo, 
por lo que no se ha vulnerado ningún derecho ni principio como se indicó, 
especialmente si el Fiscal tuvo la oportunidad de controvertirlo y no lo hizo. 
8.2.  Sobre la motivación del requerimiento de prisión preventiva 
Sexagésimo tercero. El Fiscal Provincial en su requerimiento escrito  de  prisión  
preventiva  para  establecer el primer elemento solo relató los hechos imputados sin 
ligar separadamente, por cada uno, los elementos de convicción que lo 
sustentarían. Tampoco indicó separadamente los dispositivos legales, incisos y 
causales de la existencia de peligro procesal, conforme se advierte del 
considerando tercero de la presente resolución. Vulnerándose el artículo ciento 
veintidós del Código Procesal Penal  que  establece que los requerimientos deben 
ser motivados fáctica y jurídicamente. 
Sexagésimo cuarto. Al declarase fundado este requerimiento se produce una 
grave vulneración, pues la defensa no supo de qué defenderse, si bien el órgano 
Fiscal no restringe derechos fundamentales, si requiere su afectación, por lo que 
estos actos deben ser realizados de la forma más correcta posible, fundamentando 
cabalmente su solicitud, de otra forma no tendrá eficacia. 
Sexagésimo quinto. Como señala el artículo ciento cincuenta y cuatro del Código 





que dependen de él. En ese sentido, los vicios hallados en las resoluciones 
cuestionadas tienen directa vinculación  con el requerimiento del Fiscal, por lo que 
deben acarrear tal consecuencia para ambos y emitirse un nuevo pedido Fiscal y 
sustentarse en una nueva audiencia, puesto que la estimación del recurso de 
casación solo trae consigo un juicio rescindente –inciso primero del artículo 
cuatrocientos treinta y tres del Código Procesal Penal–. 
Sexagésimo sexto. A su vez, el Juzgado de Investigación Preparatoria, conforme 
se advierte del considerando cuarto  de la presente, similarmente redactó los 
hechos imputados e inmediatamente sintetizó una serie de elementos de convicción; 
sin embargo, no indicó cuál acto de investigación acreditó qué hecho de la 
imputación. 
Sexagésimo séptimo. La Sala Penal no valoró toda la información que se 
desprendía del caso, como la actitud del imputado de modificar la escena del 
crimen, tratando de confundir un caso de homicidio calificado con uno de violación 
sexual, que, como se indicó, implica un peligro de obstaculización probatoria que 
debe ser evaluada con otros elementos configuradores del peligro de fuga como la 
gravedad de la pena. 
Sexagésimo octavo. Asimismo, sustentó el peligro de obstaculización probatoria en 
la sola gravedad de la pena, lo que no es pertinente, pues de esta se extrae peligro 
de fuga. 
Sexagésimo noveno. Esto implica una motivación aparente de la resolución (que 
se presenta cuanto la resolución no da cuenta de las razones mínimas que 
sustentan la decisión, intentando dar un cumplimiento formal al mandato de 
motivación, amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o jurídico), toda vez 
que no se puede afirmar por el solo mérito de la gravedad de la pena que el 
imputado se dispondrá a realizar actos en contra de la investigación, y por ello el 
Juez de la Investigación Preparatoria no indicó en qué consistiría la posible 
obstrucción probatoria; vulnerando de esta forma la motivación de las resoluciones 
señalado en los considerandos anteriores, específicamente, lo previsto en el artículo 
doscientos setenta y uno, inciso tres, del Código Procesal Penal que señala: “El 





imputación, de los fundamentos de hecho y de derecho que lo sustente, y la 
invocación de las citas legales correspondientes”. 
Septuagésimo. No obstante estar fuera de lugar la alegaciones de la Fiscalía 
casacionista, la Sala de Apelaciones al resolver, no tomó en cuenta todas las 
infracciones a la motivación reseñadas, por lo que no correspondía una resolución 
revocando o confirmando la medida, sino una anulándola y mandando que se 
realice de nuevo la audiencia de primera instancia. 
Septuagésimo primero. Esta medida cautelar exige una especial fundamentación, 
que justifique pormenorizadamente su adopción, lo que se logra con el método de 
audiencia desarrollado. 
DECISIÓN: 
Por estos fundamentos: 
I.  Declararon FUNDADO el recurso de casación para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, en relación con la causal de inobservancia de garantías 
constitucionales de carácter procesal, interpuesto por el representante del Ministerio 
Público de la Primera Fiscalía Superior Penal de Moquegua, contra el auto de vista 
del veintiuno de octubre de dos mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres, 
que por mayoría revocó la resolución del veintiséis de septiembre de dos mil trece, 
que declaró fundado el requerimiento de prisión preventiva contra Marco Antonio 
Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su contra comparecencia con 
restricciones sujeta al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) 
Comparecer quincenalmente al Juzgado de Investigación Preparatoria que previno, 
a efectos de registrar su asistencia e informar de sus actividades. b) No variar su 
domicilio ni salir de la ciudad sin autorización judicial. c) Abstenerse de cercanía a la 
familia de la vícti0ma y testigos, inclusive la comunicación telefónica. d) Prohibición 
de frecuentar lugares de expendio de bebidas alcohólicas y drogas. e) Obligación de 
concurrir puntualmente a todas las citaciones que efectúe el Ministerio Público en la 
investigación preparatoria en curso, así como a las que realice el órgano 
jurisdiccional. f) Pagar una caución económica de siete mil nuevos soles, previa a la 





decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión del delito contra la 
Vida, el Cuerpo y la Salud- homicidio calificado, previsto en el inciso tres del artículo 
ciento ocho del Código Penal, en agravio de Mirian Erika Aucatinco López; con lo 
demás que contiene. En consecuencia: NULO el citado auto de vista del veintiuno 
de octubre de dos mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres y la resolución 
de primera instancia del veintiséis de septiembre de dos mil trece, de fojas 
doscientos veintiséis. 
ORDENARON que otro Juzgado de Investigación Preparatoria cumpla con dictar 
nueva resolución previa audiencia con las garantías conforme a la parte 
considerativa. 
DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria se lea en audiencia pública por 
intermedio de la Secretaria de esta Suprema Sala Penal; y, acto seguido, se 
notifique a todas las partes apersonadas a la instancia, incluso a las no recurrentes. 
ESTABLECER como doctrina jurisprudencial vinculante el sentido de los 
fundamentos vigésimo cuarto, vigésimo séptimo al vigésimo noveno, trigésimo 
primero, trigésimo segundo, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo 
tercero, cuadragésimo octavo al quincuagésimo, quincuagésimo tercero, 
quincuagésimo cuarto y quincuagésimo octavo de la parte considerativa de la 
presente ejecutoria. 
ORDENAR se transcriba la presente Ejecutoria a las Cortes Superiores de Justicia 
del Perú, para su conocimiento y fines, y se publique en el diario oficial “El Peruano”. 
MANDARON que cumplidos estos trámites se devuelvan los autos al órgano 






NEYRA FLORES LOLI BONILLA 
J-1349207-2 
